
Señor(a)  

Juez Constitucional Circuito (Reparto) 
E. S. D. 

 

Referencia. - 

Asunto: Acción de Tutela 

Accionante: OSCAR JAVIER RODRÌGUEZ PULIDO 

Accionada: Escuela Judicial Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

 
 

OSCAR JAVIER RODRÍGUEZ PULIDO, residenciado en el municipio de Yopal Casanare, 

identificado como aparece al pie de mi firma y obrando en nombre propio, instauro Acción 
de Tutela contra la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” (en adelante: la escuela, la 

accionada o la entidad accionada); para lo cual, solicito se ampare mi derecho fundamental 

al debido proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, y los 

demás que usted encuentre vulnerados.  
 

 

I. MEDIDA PROVISIONAL 
 

Se DISPONGA MI INCLUSIÓN PROVISIONAL EN LA SUBFASE ESPECIALIZADA del 

curso concurso de formación judicial (IX curso de formación judicial) a cargo de la 
accionada, hasta que usted resuelva la presente acción constitucional. 

 

Medida que solicito, dado que mediante la Resolución N. EJR24-1473, contra la cual no 
procede recurso alguno, la entidad accionada me categorizó como “REPROBADO” de la 

subfase general, otorgándome un puntaje de 799 —el mínimo exigido es de 800—. Ello 

implica que, producto de tal decisión quedo fuera del concurso de méritos y no puedo 

avanzar a la subfase especializada que inició el 16 de noviembre de 20241.  
 

 
(…) 

 

 
1 Conforme está dispuesto en el más reciente cronograma de la fase III del concurso, visible en: 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/ixcurso   

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/ixcurso


 

 
Es por ello y en consonancia con el establecido en el auto 555 del 23 de agosto de 2021, 

proferido por la Sala Quinta de Revisión de la Honorable Corte Constitucional, me permito 

sustentar la presente solicitud a partir de los requisitos allí exigidos de la siguiente manera: 
 

 

1. Que exista una vocación aparente de viabilidad.  

 

En este caso me permito precisar que permiten inferir una posible afectación de mis 

derechos ya que:  

 
a) Superé el puntaje mínimo requerido para aprobar las pruebas de conocimientos y 

aptitudes realizadas y así avanzar a la siguiente etapa del concurso de méritos. Obteniendo 

un resultado de 856.98 puntos sobre 1000 disponibles, publicados mediante Resolución 
CJR22-0351. 

 

b) Realicé la subfase general del IX curso de formación judicial.  
 

c) Se pone en controversia el hecho de que la accionada se ha apartado del Acuerdo 

Pedagógico que rige el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de 
Magistrados/as y Jueces de la República en todas las especialidades, Promoción 2020-

2021” y del Documento maestro del IX Curso de Formación Judicial al incurrir en 

conductas como: 

 
Lo que implica que la accionada incumplió los parámetro o criterios de evaluación, entre 

otros:  

 
-No valorar la apropiación del contenido académico enfocado a la práctica judicial 

ni buscar el desarrollo de competencias sobre la función judicial, la interpretación 

de textos jurídicos y la lógica del razonamiento para la solución de problemas 
jurídicos, previstas para la actividad objeto de evaluación de la subfase general, 

denominada “taller virtual”. Esto lo mostraré con los argumentos que desarrollaré más 

adelante y soportes que aporto con esta acción constitucional. 
 

-Incluir dentro de los temas objeto de evaluación, aspectos que abiertamente había 

informado no será objeto de evaluación. Frente a ello, se precisa que en múltiples escenarios 

la accionada nos informó que sólo evaluaría las denominadas lecturas obligatorias, mismas 
que consistían en rangos específicos de lectura de la denominada “BIBLIOGRAFÍA DE 

OBLIGATORIA CONSULTA”, incluida en los Syllabus suministrados al inicio de cada 

módulo. Esto último se reiteró en la parte motiva de la Resolución N. EJR24-1473, dónde 
la accionada indicó: “…es preciso destacar que el proceso de diseño y formulación de las 
preguntas se llevó a cabo de manera rigurosa, basándose en las lecturas obligatorias 
correspondientes a la Subfase general.” 
 

Pues bien, la realidad es que existen múltiples preguntas que fueron calificadas sin tener 

en cuenta la apropiación del contenido académico enfocado a la práctica judicial ni el 

desarrollo de competencias sobre la función judicial, ni la interpretación de textos jurídicos 
ni la lógica del razonamiento para la solución de problemas jurídicos ni los rangos de 

lecturas obligatorias 

 
e) La accionada no se pronunció congruentemente sobre los argumentos puntuales que 

planteé en el recurso contra los resultados de la evaluación de la subfase general del IX 

curso de formación judicial. Esto se evidencia al comparar los argumentos planteados en 



el recurso y lo indicado por la accionada la Resolución N. EJR24-1413. Situación que tiene 

explicación, entre otras cosas, en el uso de Inteligencia Artificial (IA) para resolver mi 
recurso, ello se salta a la vista al revisar la parte final de la página 85 de dicha resolución, 

dónde quedaron rastros del uso de dicha tecnología y de las instrucciones que se le dieron 

a la IA: 
 

 
 
Ahora, con lo anterior no se está atacando la implementación de IA, sino los evidentes 

parámetros sugestivos con el que fue manipulada la tecnología para dar apariencia de 

legalidad a la actuación surtida. Pues lastimosamente se muestra que la instrucción dada 
a la IA fue que se enfocara en respaldar post-hoc las respuestas consideradas como 

acertadas por la accionada y no que analizara la pertinencia y procedencia de las objeciones 

propuestas. 
 

Para dimensionar la gravedad del asunto, se tomará el siguiente ejemplo, 

de la IA Claude, en modo pago, que ante la pregunta de qué color es la bandera de Colombia, 

responde: 
 

 
 

Ahora, para mostrar que la IA no es neutral y que puede presentar resultados 
discriminatorios o sesgados, según las indicaciones que se le den, véase lo que sucede 

cuando se le da una instrucción errada: 

 



 
 

Lo anterior, evidencia que el análisis realizado por la accionada con apoyo en una IA, con 

el que la Escuela buscó respaldar respuestas anteriores y no estudiar objetivamente los 

argumentos propuesto, termina impactando la esencia del recurso como medio de 
protección, pues tal actuación implica una clara y notoria en una vía de hecho, que 

transforma el recurso en un mero formalismo. 

 
Es decir, el uso de IA con parámetros sugestivos para resolver el recurso —como los que se 

dieron a la IA utilizada por la accionada—, vulnera el debido proceso y el derecho de 

defensa, pues impedir una verdadera valoración de los argumentos de impugnación y 
convertir el recurso de reposición en un trámite formal sin análisis real de fondo. 

 

Afectando con ello, la transparencia del procedimiento administrativo, pues se usó una de 
IA para dirigir la generación de respuestas o resultados específicos –prompt-, sólo dio 

apariencia de perfección y legalidad al examen del curso de formación judicial, más no 

atendió en debida forma lo planteado. 

 
A tono con la gravedad de lo expuesto, la Corte Constitucional, en providencia en la 

Sentencia T-323 de 20242, estableció como límites y reglas para que el juez natural fuese 

siempre humano, no máquina, sin importar la complejidad del caso3. Providencia es la que 
se expusieron los siguientes criterios: 

 

“…[E]l uso de la IA en el sistema judicial para los ámbitos de gestión 
administrativa y documental, así como el de apoyo a la gestión judicial y la 
corrección y síntesis de largos textos, no comporta una transgresión a la garantía 

del juez natural pues, en tales eventos, la utilización de estas tecnologías no 

remplaza la labor esencial que se le ha atribuido al funcionario judicial, 
consistente en conocer y resolver de fondo el asunto para el cual fue investido de 

competencia. Lo anterior se cumple, siempre y cuando no se involucre una labor 

de creación de contenido ni interpretación de hechos o pruebas y, mucho menos, 
la solución de casos, y siempre y cuando haya una supervisión posterior por 

parte de algún funcionario o empleado de la Rama Judicial. 

 
2 Ver https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm  
3 Producto de los dispuesto en la sentencia T-323 de 2024, el Consejo Superior de la Judicatura, emitió el siguiente un 

protocolo, el que puede consultarse en: 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-

31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/T-323-24.htm
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/10635/155269343/ABC_SentenciaIA_T323De2024.pdf/a2006b6d-58f1-beb0-31f8-1b04f398bf68?t=1727383419804


 222. De esta forma, es de especial importancia que cuando el juez natural haga 

uso de herramientas de IA, para las funciones anteriormente definidas, se 
cumpla con los criterios de (i) responsabilidad, (ii) guarda del principio de 

legalidad y (iii) idoneidad. Además, no sobra advertir que tratándose de una 

materia que se caracteriza por un desarrollo permanente y veloz, la pertinencia 
de estas consideraciones debe valorarse en el tiempo, según la evolución que se 

produzca en los ámbitos de regulación normativa y, por supuesto, en el 

tecnológico.” (Subrayas fuera del texto original) 

 
Es decir, la Corte habilitó el uso de la IA la misma para labores que no implicaran creación 

de contenido ni interpretación de hechos o pruebas ni solución de casos. Reglas que 

evidentemente son desconocidas por la Escuela Judicial en la respuesta a los recursos 
interpuestos, conforme el rastro que de ello quedó la página 85 de la Resolución N. EJR24-

1413.  

 
2. Que exista un riesgo probable de afectación a derechos fundamentales por la 

demora en el tiempo “periculum in mora”.  

 
Atendiendo a las fechas fijadas en el cronograma del IX curso de formación judicial, la 

subfase especializada comienza este sábado 16 de noviembre de 2024. Por lo tanto, estamos 

frente a un perjuicio irremediable, toda vez que esperar 10 días hábiles para una sentencia 

de primera instancia me pondría en una condición de absoluta orfandad frente a mis 
compañeros discentes. 

 

El perjuicio derivado de no acoger la solicitud de decretar una medida provisional, se 
materializa en la inminencia de ocurrencia, ya que la subfase especializada inició el 16 de 

noviembre de 2024. Por lo tanto, esperar a que se profiera el fallo de tutela se tornaría 

ineficaz por haberse proferido después de tiempo al haberse consumado el daño. 
 

3. Que la medida provisional no resulte desproporcionada:  

 
La medida no es desproporcionada, toda vez que existe una apariencia de buen derecho, la 

Escuela ha vulnerado sistemáticamente los derechos fundamentales de los discentes y es 

la única forma de evitar un perjuicio irremediable al suscrito. 

 
Además, la medida pedida no resulta onerosa para la autoridad accionada, dado que ya 

tiene contratada la subfase especializada para la totalidad de los dicentes que iniciamos la 

subfase general; es decir, para incluirme provisionalmente en la subfase especializada, la 
accionada no tiene que realizar una contratación diferente a la existente ni un desembolso 

o afectación presupuestal distinto a lo ya previsto. 

 
Prueba de ello es el documento contractual de las obligaciones entre la EJLB y la UT 

encargada de desarrollar el IX Curso en el que se establece la siguiente obligación en 

concreto a cargo de la la UT  
 



 
 

En su página 19, el caul puede consultar en el siguiente link: 
https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-

aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing  

 
Los datos de la relación contractual se pueden consultar acá: 

https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=

https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2
fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3d

False  

 

 
 

Advierto que quienes pasaron el examen de conocimiento fueron aproximadamente 3800 

https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1DZNn861GvZ-aBZiai9vilFAjv0QQABHJ/view?usp=sharing
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse


de 43.000 concursantes de esos 3800 aproximadamente 3010 se inscribieron en el IX 

curso, si la contratación esta obligada a 3459 beneficiarios y en la actualidad son 
beneficiarios de del IX Curso entre 1500 y 2000 concursantes, se puede concluir que mi 

inclusión transitoria en el IX curso no afecta fiscalmente a la entidad.  

 
Anterior solicitud de medida provisional y la presente acción, también los fundo en los 

siguientes: 

 
 

II. HECHOS Y ARGUMENTOS 

 

PRIMERO. Me encuentro participando en el concurso de méritos para la provisión de 
los cargos de funcionarios de la Rama Judicial (Convocatoria 27), convocado en desarrollo 

de la cláusula constitucional que obliga a que el servicio público se posesione por sistema 

de méritos contenida ene el Art. 125 superior, mediante Acuerdo PCSJA18-11077 del 16 
de agosto de 2018. Concurso en el que actualmente se desarrollan las fases a cargo de la 

Escuela, producto de lo cual, recientemente se surtió la subfase general del curso concurso 

de formación judicial (IX curso de formación judicial) y el 16 de noviembre de 2024 inició 
la subfase especializada. 

 

SEGUNDO. Las subfases a cargo de la escuela se rigen por el Acuerdo PCSJA19-11400 

de 2019 “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico que regirá el “IX Curso de Formación 
Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la República en 
todas las especialidades, Promoción 2020-2021”. 

 
TERCERO. Los resultados de las evaluaciones aplicadas para la subfase antes referida, 

fueron publicados en la plataforma de la accionada; para lo cual, esta expidió la Resolución 

EJR24-298 del 21 de junio de 2024 y su anexo. Decisión que para mi caso fue repuesta, 
en cuanto al resultado obtenido, a través de la Resolución No. EJR24-1413 del 6 de 

noviembre de 2024, la que me fue notificada el 8 de noviembre de 2024 a las 09:33 PM. 

 

CUARTO. Con la Resolución EJR24-1413, se me reconoció un resultado de 799 

puntos; es decir, un (1) punto menos de los requeridos para continuar a la subfase 

especializada, siendo necesario un mínimo de 800 puntos. 

 

 

 
 

QUINTO. Respecto de la decisión adoptada por la escuela, tengo múltiples reparos, 
pues existe un importante número de preguntas que no se ajustan a los propósitos de la 

evaluación indicados en el acuerdo pedagógico que rige el IX curso de formación judicial, 

tales como: preguntas que fueron calificadas sin tener en cuenta la apropiación del 

contenido académico enfocado a la práctica judicial ni el desarrollo de competencias sobre 
la función judicial, ni la interpretación de textos jurídicos, ni la lógica del razonamiento 



para la solución de problemas jurídicos, ni los rangos de lecturas obligatorias, entre otros 

aspectos. 
 

Preguntas que, de ser necesario discutiré judicialmente en sede ordinaria, dado que la sede 

administrativa se agotó con la expedición de la Resolución EJR24-1473, tal y como queda 
claro en el ordinal cuarto de dicha resolución. Sin embargo, espero que ello no sea 

necesario, dado protuberante que resulta la violación a mis DDFF. 

 

SEXTO. Los reparos que tengo superan con creces un (1) punto que requiero para 

continuar en el curso de formación judicial. Siendo sólo algunas de las irregularidades las 

siguientes:  
 

1. ARGUMENTO NO RESUELTO- NO REVISADO: 

Habilidades Humanas- PREGUNTA 3. Con respecto a este ITEM la Escuela no realiza NINGUN 

pronunciamiento, vulnerando el debido proceso con respecto a la correcta y completa 

resolución del recurso de reposición impetrado, el cual de haberse analizado y calificado 

como acierto me permitiría continuar en la fase especializada del curso de formación judicial al 
tener esta un valor de 1.25 puntos, de los cuales requiero solamente 1 punto para aprobar la fase 
general. 
 

 Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al 

debido proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene 
a la escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 
Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 

 
Habilidades Humanas- PREGUNTA 3. Se presentan las siguientes inconsistencias y 
pretensiones con relación a este ítem: 
 
Incumplimiento de criterios comunicativos 
 
Con respeto al ítem objeto de análisis, hay que considerar el hecho de que el programa de 
habilidades humanas busca también “el fortalecimiento de las habilidades humanas que 
coadyuvan al cumplimiento de los propósitos institucionales, basados en calidad, eficiencia 
y en la gestión judicial como en la gestión administrativa judicial”. No obstante, el ítem solo 
se limita e medir las habilidades humanas en un contexto general, mas no en el de la rama 
judicial, dado que las acciones de mejora que se mencionan se aplican a nivel general y no 
particular.  
 
En cuanto al contexto, este introduce una serie de acciones para impulsar el desarrollo 
sustentable en las organizaciones de la siguiente manera: “La propuesta de acciones 
involucra: la creación (…). Con respecto al uso de los dos puntos entre el verbo principal y su 
complemento directo, hay que recordar que la Ortografía de la Lengua Española indica que 
al hacer esto “se rompe la forzosa unidad sintáctica que debe existir entre el verbo y su 
complemento directo”4. Sumado a esto, explica también que es irrelevante que, en la 
oralidad, “pueda existir una pausa entre el verbo y su complemento en enumeraciones sin 

 
4 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. El uso de los signos ortográficos. En: Ortografía de la lengua 
española. Real Academia Española y Asociación de Academias de la lengua española, 2010. 



elemento anticipador”5. Por lo tanto, la ubicación de los dos puntos entre el verbo y su 
complemento rompe con la estructura oracional. Cabe recordar que cuando la Ortografía de 
la Lengua Española se refiere a elemento anticipador, este se trata de un elemento 
explicativo que deja claro el contenido de lo que se va a hablar. 6 
 
Por otro lado, hay que tener en cuenta que el contexto indica que hay una serie de acciones 
para impulsar el desarrollo sustentable que se relacionan con lo siguiente: 
 
a. El involucramiento 
b. La adaptabilidad  
c. La consistencia 
d. La misión  

 
Ahora bien, si se cotejan estos elementos con los distractores, se tiene que cada una 
corresponde a estos elementos:  
 
a. El involucramiento: considerar el compromiso de los diferentes trabajadores y su 

capacidad de influencia en la organización. 
b. La adaptabilidad: fomentar la capacidad de responder a los cambios del entorno y a las 

nuevas exigencias de los clientes. 
c. La misión: hacer referencia al sentido claro de propósito o dirección que define las metas 

organizacionales y los objetivos estratégicos.  
d. Consistencia: resaltar las fortalezas y debilidades de las personas y  la cultura 

organizacional, sugiriendo estrategias que impulsen su efectividad. 
Por lo tanto, se puede pensar en más de una opción correcta porque, en últimas, los 
distractores también son factores de la cultura organizacional. Sumado a esto, por la 
redacción del ítem, se da a entender que son los cuatro factores de la cultura organizacional 
los que se relacionan con las acciones de mejora: 
 

• Una organización está enfocada en impulsar el desarrollo sustentable a través de acciones 
que se relacionan con los siguientes factores de cultura organizacional: el involucramiento, 
la adaptabilidad, la consistencia y la misión. La propuesta de acciones involucra: la reforma 
de su normativa interna enfocada en proteger los derechos laborales y promover un entorno 
seguro y sin riesgos; la puesta en marcha de una política interna en materia de 
sustentabilidad relacionada con los objetivos de desarrollo sostenible sobre producción y 
consumo responsable, y la implementación de un programa de sensibilización diseñado para 
todos los niveles de la empresa respecto al cuidado del medio ambiente. 
 
En la primera oración, se tiene lo siguiente: i) hay una organización que quiere impulsar el 
desarrollo sustentable; ii) dicho proceso se quiere lograr por medio de una serie de acciones; 
iii) esas acciones se relacionan con factores de la cultura organizacional; y iv) los factores de 
la cultura organizacional son el involucramiento, la adaptabilidad, la consistencia y la misión. 
Sin embargo, por la clave y la relación de esta con el factor de misión, se entendería que solo 
uno de los factores se relaciona con las acciones, pero la redacción del contexto plantea una 

 
5 Ibid. 
6 FONSECA FUENTES, José Miguel y MOJICA, Angie. Los dos puntos. En: Lectura, oralidad y 
escritura en español [sitio web]. Bogotá: Universidad de Los Andes. [Consultado el 18 de julio de 
2024]. Disponible en : https://leo.uniandes.edu.co/uso-de-los-dos-puntos/ 

https://leo.uniandes.edu.co/uso-de-los-dos-puntos/


relación de todos los factores con las acciones. Así las cosas, tanto el contexto como las 
opciones de respuesta resultan ambiguos para el evaluado y dificultarían su elección. Esto 
implica también una errónea comprensión de la propuesta que plantean los autores del 
artículo base para la construcción del ítem. 
 
Con base en lo expuesto hasta este punto, se cuestiona si la propuesta de acciones que 
menciona el contexto son necesarias para que el evaluado responda correctamente el ítem. 
De no ser así, se puede afirmar que se trata de un contexto que contiene demasiada 
información, al punto de llegar a confundir a los evaluados.  
 
Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 
 
Análisis de contenido 
 
Este ítem se puede relacionar directamente con una de las lecturas obligatorias de la unidad 
2 del programa de habilidades humanas: CARRO-SUÁREZ, Jorge, SARMIENTO-PAREDES, 
Susana y ROSANO-ORTEGA, Genoveva. La cultura organizacional y su influencia en la 
sustentabilidad empresarial. La importancia de la cultura en la sustentabilidad empresarial. 
Estudios Gerenciales [en línea]. 2017, vol. 33, nro. 145. pp. 352-365. 
https://doi.org/10.1016/j.estger.2017.11.006. En este documento, los autores mencionan 
una serie de modelos de la cultura organizacional y uno de ellos precisamente se basa en 
cuatro pilares: adaptabilidad, misión, consistencia e involucramiento. A raíz de esto, en la 
lectura, se proponen cuatro factores de la cultura organizacional y sus correspondientes 
acciones para impulsar el desarrollo sustentable en las empresas.  
 
Sin embargo, el inconveniente con la manera en que se interpreta la fuente para la creación 
del ítem surge al relacionar las acciones para el desarrollo sustentable y la propuesta de 
acciones que menciona el contexto con los distractores y las opciones de respuesta. En 
concreto, una parte del contexto efectivamente se relaciona con la lectura y son factores de 
la cultura organizacional, y se puede establecer una relación lógica entre unos y otros. 
Veamos:  
 

• Una organización está enfocada en impulsar el desarrollo sustentable a través de 
acciones que se relacionan con los siguientes factores de cultura organizacional: el 
involucramiento, la adaptabilidad, la consistencia y la misión. La propuesta de acciones 
involucra: la reforma de su normativa interna enfocada en proteger los derechos 
laborales y promover un entorno seguro y sin riesgos; la puesta en marcha de una 
política interna en materia de sustentabilidad relacionada con los objetivos de 
desarrollo sostenible sobre producción y consumo responsable, y la implementación de 
un programa de sensibilización diseñado para todos los niveles de la empresa respecto 
al cuidado del medio ambiente. 

• El involucramiento, la adaptabilidad, la consistencia y la misión sí son factores de la 
cultura organizacional y son parte de la propuesta que menciona el artículo. 

• Hay dos acciones que se relacionan con el factor de misión: la reforma de su normativa 
interna enfocada en proteger los derechos laborales y promover un entorno seguro y 
sin riesgos, y la implementación de un programa de sensibilización diseñado para 
todos los niveles de la empresa respecto al cuidado del medio ambiente. Dicho factor, 

https://doi.org/10.1016/j.estger.2017.11.006


en efecto, corresponde con la clave: hacer referencia al sentido claro de propósito o 
dirección que define las metas organizacionales y los objetivos estratégicos. 

• Con respecto a la acción de “la puesta en marcha de una política interna en materia de 
sustentabilidad relacionada con los objetivos de desarrollo sostenible sobre producción 
y consumo responsable”, no es fácilmente rastreable ni en la propuesta del artículo ni 
en la revisión de literatura. De hecho, se llega a relacionar con dos factores: 
adaptabilidad y misión.  
Por lo tanto, se tienen acciones y factores totalmente relacionados entre sí, no por 
sustento teórico, sino por la redacción confusa del contexto. Sumado a esto, si bien el 
evaluado puede establecer una relación entre dos de las acciones de mejora con la clave, 
una de esas acciones se corresponde con la misión y la adaptabilidad, lo que nos deja 
con un contexto confuso y con información no necesaria para los fines de la prueba.  

 
Fuente de información .  
 
Otro elemento cuestionable es el hecho de que algunas opciones de respuesta son copias 
textuales del artículo que sirvió de base para la construcción del ítem. Veamos: 
 

Opciones de 
respuesta 

Fragmento del artículo 

considerar el 
compromiso de 
los diferentes 
trabajadores y 
su capacidad de 
influencia en la 
organización. 

 

fomentar la 
capacidad de 
responder a los 
cambios del 
entorno y a las 
nuevas 
exigencias de los 
clientes. 

 

hacer referencia 
al sentido claro 
de propósito o 
dirección que 
define las metas 
organizacionales 
y los objetivos 
estratégicos. 

 

resaltar las 
fortalezas y 
debilidades de 
las personas y  la 
cultura 

 



organizacional, 
sugiriendo 
estrategias que 
impulsen su 
efectividad. 

 
Por lo tanto, se puede hablar incluso de plagio en la medida en que se incorporan fragmentos 
de una obra en otra y se omite totalmente mencionar al autor original. Los ítems deberían 
ser una creación original por parte de un grupo de expertos en la materia y no una copia sin 
atribución de autoría.  
 
Relación con otros ítems  
 
Si se analiza detenidamente este ítem en relación con el número 2, se pueden ver que el 
contexto es similar y que el único cambio se da en la propuesta de acciones. De hecho, el 
enunciado es prácticamente el mismo y las opciones de respuesta son las mismas, tal como 
se observa a continuación:  
 
 



Pregunta Contexto Enunciado Distractores Clave 

2 Una empresa está enfocada en 
impulsar el desarrollo sustentable 
a través de acciones que se 
relacionan con el involucramiento, 
la adaptabilidad, la consistencia y 
la misión como factores de cultura 
organizacional. La propuesta de 
acciones involucra: la creación de 
un programa de primer empleo 
para jóvenes recién egresados de 
carreras afines al objeto social de la 
empresa; la puesta en marcha de 
una política interna sobre el acceso 
igualitario de hombres y mujeres a 
la formación técnica y profesional, y 
la implementación de una campaña 
para erradicar la corrupción y la 
explotación laboral. 

Las acciones 
descritas en el 
contexto 
responden a 
uno de los 
factores de 
cultura 
organizacional 
enunciados, 
que se 
caracteriza 
por 

considerar el compromiso de 
los diferentes trabajadores y 
su capacidad de influencia en 
la organización. 

resaltar las fortalezas y 
debilidades de las 
personas y  la cultura 
organizacional, 
sugiriendo estrategias 
que impulsen su 
efectividad. 

fomentar la capacidad de 
responder a los cambios del 
entorno y a las nuevas 
exigencias de los clientes. 

hacer referencia al sentido 
claro de propósito o dirección 
que define las metas 
organizacionales y los 
objetivos estratégicos. 

3 Una organización está enfocada en 
impulsar el desarrollo sustentable 
a través de acciones que se 
relacionan con los siguientes 
factores de cultura organizacional: 
el involucramiento, la 
adaptabilidad, la consistencia y la 
misión. La propuesta de acciones 
involucra: la reforma de su 
normativa interna enfocada en 
proteger los derechos laborales y 
promover un entorno seguro y sin 
riesgos; la puesta en marcha de una 
política interna en materia de 
sustentabilidad relacionada con los 
objetivos de desarrollo sostenible 
sobre producción y consumo 
responsable, y la implementación 
de un programa de sensibilización 
diseñado para todos los niveles de 
la empresa respecto al cuidado del 
medio ambiente. 

Las acciones 
descritas en el 
contexto 
responden a 
uno de los 
factores de 
cultura 
organizacional 
enunciados, 
que se 
caracteriza 
por 

resaltar las fortalezas y 
debilidades de las personas y  
la cultura organizacional, 
sugiriendo estrategias que 
impulsen su efectividad. 

hacer referencia al 
sentido claro de 
propósito o dirección 
que define las metas 
organizacionales y los 
objetivos estratégicos. 

fomentar la capacidad de 
responder a los cambios del 
entorno y a las nuevas 
exigencias de los clientes. 

considerar el compromiso de 
los diferentes trabajadores y 
su capacidad de influencia en 
la organización. 

 



Tal como se observa en la tabla anterior, solo se hacen unos pequeños cambios en el 
contexto, como el cambio de “empresa” por “organización” en la primera oración o el 
intercambio de lugar de “cultura organizacional”. En lo que respecta a los distractores y a la 
clave, son los mismos y no hubo ningún cambio en su contenido ni forma. Por lo tanto, es 
cuestionable la similitud entre el contexto y los distractores y, al igual que en la objeción del 
ítem 2, el tratamiento de la fuente original y la ausencia de énfasis que tienen las opciones 
de respuesta con respecto al trasfondo teórico de la lectura. No hay que perder de vista que, 
de nuevo, la propuesta de acciones realmente no ayuda al evaluado a elegir la clave y, en 
este sentido, es información que vuelve al ítem confuso y ambiguo.  
 
Respuestas posibles 
 
Tal como se ha indicado, las cuatro opciones de respuesta son posibles porque se derivan de 
la primera oración del contexto. Con respecto a la clave, esta se relaciona no solo con uno de 
los factores de la cultura organizacional que menciona el contexto, sino con las acciones de 
mejora. Sin embargo, la redacción del contexto implica que los cuatro factores se relacionan 
con la propuesta de acciones. Por lo tanto, hay más de una opción correcta, pero, a su vez, 
el contexto se contradice y plantea relaciones de correspondencia erróneas entre el  factores 
y acciones. Así las cosas, se tiene un contexto contradictorio cuyas partes y redacción derivan 
en diversas opciones e interpretaciones.  
 
Pretensiones sobre el ítem  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación 
con su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se 
apliquen en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya el ítem 2 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 
en cuenta.      
 
Subsidiarias:  
 
Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 
me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 
y proporcionalmente a mi puntaje global.  
 

2. PREGUNTA FUERA DE LECTURA OBLIGATORIA- NO EVALUABLE: 

Argumentación Judicial y Valoración Probatoria. PREGUNTA 57. La Escuela en este caso 

RECONOCE que el texto en el que se basa la pregunta no hace parte de las lecturas 

obligatoria del módulo, sin embargo, afirma que estuvo previsto para otros programas vistos 
(página 87 Resolución ERJ-1413) por lo cual le da validez a la pregunta y respuesta 

correspondiente. 

 

 
 

Se considera que existe una flagrante vulneración al debido proceso al incurrir en un error 

insubsanable de inclusión en la prueba de una pregunta que no podía evaluarse al tratarse de un 
contenido no visto. No es aceptable que la Escuela al resolver el recurso acepte que el texto se basó 
en un rango no obligatorio de páginas del modulo, pero al mismo tiempo pretenda cambiar las 
normas que rigen el programa de formación diciendo que es evaluable por aparentemente haberse 
visto en otro módulo. 
 
Hay que resaltar que el discente se prepara y estudia los contenidos específicos de cada módulo de 
acuerdo con documento Syllabus del programa de argumentación judicial y valoración probatoria, 
lo que hace que no puedan incluirse contenidos no incluidos y vistos en él, así se hayan tratado en 
otros módulos, pues cada uno de ellos se evalúa en sesiones diferentes y requieren una preparación 
diferencial. 



 

Al existir el reconocimiento por parte de la escuela que la pregunta no se basó en contenido 
obligatorio del módulo, o queda mas alternativa que reconocer el error y calificar como 

acierto la pregunta, accediendo a las pretensiones del recurso, y no como erradamente fue 

resuelto dándole validez a la pregunta, contrariando las normas del programa de formación 

y en especial el el documento Syllabus del programa de argumentación judicial y valoración 
probatoria, que establece las lecturas obligatorias susceptibles de ser evaluadas. 
 
Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 

Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 
 

Argumentación Judicial y Valoración Probatoria. PREGUNTA 57. La pregunta se basa en un 
texto que NO HACE PARTE de las lecturas obligatorias, relacionadas en el documento 
Syllabus del programa de argumentación judicial y valoración probatoria, lo que hace que no 
sea evaluable. 
 
La pregunta se sustrae del texto BONORINO, Pablo Raúl y PEÑA, Jairo Iván. Filosofía del 
Derecho. 2da Ed. Módulo de auto formación. Plan Nacional de Formación y Capacitación de 
la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”. Universidad Nacional. 2008, acudiendo a la pagina 55, en la que se plasma la 
siguiente información: 
 
La idea central de Dworkin es que, además de las reglas, entendidas como 
pautas relativamente específicas de conducta, el derecho está formado por otro tipo de 
pautas a las que denomina “principios”. ¿Cuál es la diferencia entre una regla y un principio? 
Los principios jurídicos constituyen proposiciones morales que poseen un fundamento en 
actos de autoridades oficiales del pasado (como textos jurídicos o decisiones judiciales). 
Constituyen principios morales, pero no pertenecen a la moral crítica que los jueces 
encargados de aplicarlos consideren correcta. Se encuentran implícitos en los actos oficiales 
ocurridos en el pasado, pero no se identifican con ninguno de ellos en particular (Bix 1996: 
234-35). 
 
Revisado el documento Syllabus del programa de argumentación judicial y valoración 
probatoria, contiene como lectura obligatoria el texto referido, BONORINO, Pablo Raúl y 
PEÑA, Jairo Iván. Filosofía del Derecho. 2da Ed. Módulo de auto formación. Plan Nacional de 
Formación y Capacitación de la Rama Judicial. Bogotá. Consejo Superior de la Judicatura - 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Universidad Nacional. 2008, pero en un rango de 
paginas que no incluye la página 55. En efecto, consagra como lecturas OBLIGATORIAS, las 
contenidas en las paginas pp 25-36 y 64-77, rangos que no contienen la página 55 de la cual 
extraen el texto con base en el cual se formula la pregunta 57. 
 
Por tratarse de una pregunta que hace parte del criterio de evaluación de control de lectura, 
se considera que contiene un error insubsanable de inclusión en la prueba al no poder 
evaluarse un contenido no visto.  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 
su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 
orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 57 de la jornada p.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 
en cuenta.      
 
Subsidiaria:  
 
Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de pertinencia y error 
de contenido, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se 
agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

3. PREGUNTA FUERA DE LECTURA OBLIGATORIA -NO EVALUABLE  



Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 44. La escuela de manera poco comprensible e 
indignante para quienes hemos sufrido este curso de formación judicial, resuelve de 
manera desacertada e irregular el argumento impetrado con respecto a esta pregunta, 
pues de su simple lectura y comparación se advierte que se fundamentó en una lectura no 
obligatoria y por consiguiente no sujeta de evaluación. 
 
Se justifica válidamente en el recurso que la pregunta se extrae de un rango de paginas de 
la Sentencia T-478 de 2015, que no hace parte de las lecturas obligatorias, según información 
proporcinada por el documento Syllabus del programa de derechos humanos y genero. 
 
La escuela resuelve este argumento afirmando lo siguiente (Pagina 107 Resolución 

EJR24-1413): 
 

 
 

Al revisar la pagina 68 citada como fuente se encuentra la siguiente información: 
 

 
 

La escuela cita como fuente de la pregunta un texto estadístico que no corresponde 
con la fuente directa de la pregunta que como se expresó en el fundamento del 

recurso, ni al TEMA que se plantea dicha pregunta relacionado con El derecho a 
la educación en Colombia, manuales de convivencia y derecho debido proceso en 

instituciones educativas, problemas estructurales en materia de resolución de 

conflictos por acoso escolar en razón a diferencias en la identidad de género o la 
orientación sexual en el sistema educativo colombiano, visibles en páginas 71 a 

80, lo cual difiere del tema de estudio de la sentencia dispuesto por la Escuela 
relacionado el derecho a la igualdad y cláusula de la prohibición de la 

discriminación, que tiene un rango real de paginas de la 61 a la 68 como se puede 
observar en el texto de la sentencia de tutela T-478 de 2015.  

 

Se debe resaltar que la misma Escuela en al resolver el recurso ACEPTA que la 
fuente de la pregunta es la lectura obligatoria relacionada con la Sentencia de 

Tutela T-478 de 2015, leer apartado correspondiente a derecho a la igualdad y 
cláusula de la prohibición de la discriminación, lo cual es concordante con el 

documento Syllabus, y ratifica la viabilidad del argumento presentado de estar la 
pregunta fuera de las lectura obligatorias al haberse extraído de los temas 

siguientes analizados en la acción de tutela relacionados con El derecho a la 
educación en Colombia, manuales de convivencia y derecho debido proceso en 

instituciones educativas, problemas estructurales en materia de resolución de 

conflictos por acoso escolar en razón a diferencias en la identidad de género o la 
orientación sexual en el sistema educativo colombiano.  



 
Se considera que existe una flagrante vulneración al debido proceso al incurrir en un error 

insubsanable de inclusión en la prueba de una pregunta que no podía evaluarse al tratarse de un 
contenido no visto y por consiguiente no obligatorio. 
 

Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 

Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 

 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 44. La pregunta se basa en un contenido que NO 
HACE PARTE de las lecturas obligatorias, relacionadas en el documento Syllabus del 
programa de Derechos Humanos y Genero, lo que hace que no sea evaluable. 
 
La pregunta se basa en el contenido de la Sentencia T-478 de 2015, específicamente en el 
capítulo de “El Derecho a la Educación en Colombia”, que se desarrolla en las páginas 71 a 
80, cuyo párrafo inicial, corresponde al encabezado de la pregunta 44: 

 
El Derecho a la Educación en Colombia 
 
65. Como se advirtió en el acápite correspondiente al problema jurídico, en 
este punto la Sala realizará algunas reflexiones generales sobre la estructura 
general del sistema educativo, los límites del debido proceso en los procesos 
disciplinarios y en los contenidos de los manuales de convivencia, y los 
problemas estructurales en materia de resolución de conflictos por acoso, en 
razón de la diferencias en la identidad de género y la orientación sexual de los 
estudiantes. 
 

Es necesario precisar que todas las lecturas obligatorias tienen un rango de páginas que 
pueden ser objeto de evaluación, lo cual fue socializado en el documento Syllabus del 
programa de Derechos Humanos y Genero. En dicho documento se establece que “Las 
lecturas obligatorias son el insumo para responder las actividades formativas o de 
aprendizaje y para la etapa de evaluación”.  
 
Revisado el documento Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero, contiene 
como lectura obligatoria el texto referido, COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 
T-478 de 2015. Referencia: 
expediente T-4.734.501 (3, agosto, 2015). M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. Se delimita el 
ámbito de lectura indicando que se debe “Leer el 
apartado correspondiente a Derecho a la igualdad y cláusula de prohibición de la 
discriminación. Páginas 64-71”. Se limita el rango de páginas de lectura sino también el 
tema bajo estudio. 
 
En efecto, el documento Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero consagra 
como lectura OBLIGATORIA de la Sentencia T-478 de 2015, la contenida en las páginas 64-
71, apartado correspondiente a Derecho a la igualdad y cláusula de prohibición de la 
discriminación, rangos que no contienen las páginas 71 a 80, con base en el las cuales se 
formula la pregunta 44. La pregunta se formula con un contenido y tema de lectura NO 
OBLIGATORIO y por consiguiente no visto o estudiado. 
 
Por tratarse de una pregunta que hace parte del criterio de evaluación de control de lectura, 
se considera que contiene un error insubsanable de inclusión en la prueba al no poder 
evaluarse un contenido no visto.  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación 
con su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen 
en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    



 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 44 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este 
elemento en cuenta.      
 
Subsidiaria:  
 
Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de pertinencia y error 
de contenido, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se 
agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  
 

4. PREGUNTA FUERA DE LECTURA OBLIGATORIA -NO EVALUABLE  

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 60. La escuela de manera poco comprensible e 
indignante para quienes hemos sufrido este curso de formación judicial, resuelve de 
manera desacertada e irregular el argumento impetrado con respecto a esta pregunta, 
pues de su simple lectura y comparación se advierte que se fundamentó en una lectura no 
obligatoria y por consiguiente no sujeta de evaluación. 
 
Se justifica válidamente en el recurso que la pregunta se extrae de un rango de páginas de 
la Sentencia C-481 de 1998, que no hace parte de las lecturas obligatorias, según información 
proporcionada por el documento Syllabus del programa de derechos humanos y genero. 
 
La escuela resuelve este argumento afirmando lo siguiente (Pagina 121 Resolución 
EJR24-1413): 

 

 
 

La misma escuela RECONOCE que el fragmento de la pregunta fue extraído de 
las páginas 44 y 46 de la Sentencia C-481 de 1998, sin embargo, el rango de 

páginas obligatorias de dicha sentencia según documentos Syllabus, 
corresponde a las páginas 30-37, apartado correspondiente a el asunto objeto 

de revisión y el deba contemporáneo jurídico y científico sobre la 
homosexualidad, demostrándose sin lugar a dudas que la pregunta no podía 

ser planteada por la Escuela al estar fuera del rango obligatorio de contenidos 
vistos. 

 

No obstante, y contrariando las normas que rigen el curso de formación 
judicial, la Escuela considera que la pregunta es pertinente teniendo en cuenta 

que ellos pueden construir las preguntas y utilizar libremente fragmentos de 
diferentes fuentes siempre procurando “la pertinencia y correspondencia de los 
contenidos a evaluar”, lo cual a todas luces resulta CONTRADICTORIO, pues 

no puede existir correspondencia entre una pregunta y el contenido a evaluar 
cuento este NO HACE PARTE DEL CONTENIDO CURRICULAR y por 

consiguiente de las lecturas obligatorias que debemos consultar para la 
presentación del examen de conocimientos respectivo. 

 
Se considera que existe una flagrante vulneración al debido proceso al incurrir en un error 

insubsanable de inclusión en la prueba de una pregunta que no podía evaluarse al tratarse de un 
contenido no visto y por consiguiente no obligatorio. 
 

Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 

Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 



 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 60. El enunciado de la pregunta se basa en un texto 
de la Sentencia C-481-98 emitida por la Corte Constitucional, página 44, indagando sobre la 
opción que sintetiza de manera más precisa el párrafo citado. Se da como respuesta correcta 
la preferencia homosexual no debe ser motivo de discriminación. 
 
El texto citado se encuentra en el párrafo 24, página 44, de la Sentencia C-481-98, que expresa: 
 
Por todo lo anterior, y con el fin de lograr una cierta economía de lenguaje en el análisis de 
este tema, la Corte concluye que toda diferencia de trato de una persona debido a sus 
orientaciones sexuales equivale en el fondo a una posible discriminación por razón del sexo, y 
se encuentra sometida a un idéntico control judicial, esto es a un escrutinio estricto. 
 
Es necesario precisar que todas las lecturas obligatorias tienen un rango de páginas que 
pueden ser objeto de evaluación, lo cual fue socializado en el documento Syllabus del 
programa de Derechos Humanos y Genero. En dicho documento se establece que “Las lecturas 
obligatorias son el insumo para responder las actividades formativas o de aprendizaje y para 
la etapa de evaluación”.  
 
Al revisar el Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero, se observa que el párrafo 
24 (Páginas 44) de la Sentencia C-481-98, con base en el cual se estructuró la pregunta 60, NO 
HACE PARTE del rango de páginas obligatorias objeto de estudio que para efectos de este 
documento se definió por parte del Syllabus de la siguiente manera: “Leer el apartado 
correspondiente a: El asunto material bajo revisión y El debate 
contemporáneo jurídico y científico sobre la homosexualidad. Páginas 30- 37”. 
 
La pregunta se basa en un rango de páginas de la Sentencia C-481-98, que NO HACEN PARTE 
de las lecturas obligatorias, relacionadas en el documento Syllabus del programa de Derechos 
Humanos y Genero, lo que hace que no sea evaluable. 
  
Por tratarse de una pregunta que hace parte del criterio de evaluación de control de lectura, 
se considera que contiene un error insubsanable de inclusión en la prueba al no poder 
evaluarse un contenido no visto.  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 
su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 
orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 60 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 
en cuenta.      
 
Subsidiaria:  
 
Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de pertinencia, se me 
recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética y 
proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

5. PREGUNTA FUERA DE LECTURA OBLIGATORIA -NO EVALUABLE  

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 63. La escuela de manera poco comprensible e 
indignante para quienes hemos sufrido este curso de formación judicial, resuelve de 
manera desacertada e irregular el argumento impetrado con respecto a esta pregunta, 
pues de su simple lectura y comparación se advierte que se fundamentó en una lectura no 
obligatoria y por consiguiente no sujeta de evaluación. 
 
Se justifica válidamente en el recurso que la pregunta se extrae del voto razonado del Juez 
García Ramírez que es un anexo a la Sentencia del caso Heliodoro Portugal Vs Panamá de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, que no hace parte de las lecturas obligatorias, 
según información proporcionada por el documento Syllabus del programa de derechos humanos 

y genero. 



 
La escuela resuelve este argumento afirmando lo siguiente (Pagina 123 y 124 

Resolución EJR24-1413): 
 

 

 
 
La escuela de manera poco transparente redacta su justificación como si el 

voto razonado hiciera parte de las lectura obligatorias, pero al mismo tiempo 
ACEPTA que es un ANEXO a la sentencia, lo cual para ser objeto de evaluación 

debió contemplarse como una lectura obligatoria en el Syllabus del programa, 
lo cual no ocurrió y se demostró de esa manera y sin lugar a dudas con la 

interposición del recurso. 

 

El documento Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero consagra como 
lecturas OBLIGATORIAS del caso Heliodoro Portugal, las contenidas en los párrafos 82-
118 y 176-216, que convirtiéndolos a páginas del texto corresponderían a las 22-33 y 
48-56, rangos que no contienen las páginas 71 a 77, donde se encuentra el voto 

razonado del Juez Sergio García Ramírez.  

 
Se considera que existe una flagrante vulneración al debido proceso al incurrir en un error 

insubsanable de inclusión en la prueba de una pregunta que no podía evaluarse al tratarse de un 
contenido no visto y por consiguiente no obligatorio. 
 

Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 
Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 

 
Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 63. La pregunta se basa en un texto que NO 
HACE PARTE de las lecturas obligatorias, relacionadas en el documento Syllabus del 
programa de Derechos Humanos y Genero, lo que hace que no sea evaluable. 
 
La pregunta se sustrae del texto CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso 
Heliodoro Portugal Vs Panamá. Excepciones preliminares, Fondo, reparaciones y Costas. 
Sentencia del 12 de agosto de 2008, específicamente del documento anexo a dicha 
sentencia, denominado Voto razonado del Juez Sergio García Ramírez en relación con la 
Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Heliodoro Portugal 
(Panamá), del 12 de agosto de 2008, visible en las páginas 71 a 77 del texto aportado por la 
Escuela en el módulo de estudio. 
 
Es necesario precisar que todas las lecturas obligatorias tienen un rango de páginas que 
pueden ser objeto de evaluación, lo cual fue socializado en el documento Syllabus del 
programa de Derechos Humanos y Genero. En dicho documento se establece que “Las 
lecturas obligatorias son el insumo para responder las actividades formativas o de 
aprendizaje y para la etapa de evaluación”.  
 
Revisado el documento Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero, contiene 
como lectura obligatoria el texto referido, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. Caso Heliodoro Portugal Vs Panamá. Excepciones preliminares, Fondo, 
reparaciones y Costas. Sentencia del 12 de agosto de 2008, pero en un rango de párrafos 
que NO INCLUYE el documento anexo denominado Voto razonado del Juez Sergio García 
Ramírez en relación con la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
el caso Heliodoro Portugal (Panamá), del 12 de agosto de 2008, visible en las páginas 71 a 
77 del texto aportado por la Escuela en el módulo de estudio. 
 
En efecto, el documento Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero consagra 



como lecturas OBLIGATORIAS del caso Heliodoro Portugal, las contenidas en los párrafos 
82-118 y 176-216, que convirtiéndolos a páginas del texto corresponderían a las 22-33 y 
48-56, rangos que no contienen las páginas 71 a 77, con base en el las cuales se formula la 
pregunta 63. 
 
Por tratarse de una pregunta que hace parte del criterio de evaluación de control de lectura, 
se considera que contiene un error insubsanable de inclusión en la prueba al no poder 
evaluarse un contenido no visto.  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación 
con su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen 
en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 63 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este 
elemento en cuenta.      
 
Subsidiaria:  
 
Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de pertinencia y 
error de contenido, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera 
que se agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

 

6. PREGUNTA FUERA DE LECTURA OBLIGATORIA -NO EVALUABLE  

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 64. La escuela de manera poco comprensible e 
indignante para quienes hemos sufrido este curso de formación judicial, resuelve de 
manera desacertada e irregular el argumento impetrado con respecto a esta pregunta, 
pues de su simple lectura y comparación se advierte que se fundamentó en una lectura no 
obligatoria y por consiguiente no sujeta de evaluación. 
 
Se justifica válidamente en el recurso que la pregunta se extrae del texto CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015, 
que no se encuentra dentro del rango de lecturas obligatorias del Syllabus del programa y 
por consiguiente no puede ser sujeto de evaluación 
 
La escuela resuelve este argumento afirmando lo siguiente (Pagina 126 Resolución 

EJR24-1413): 

 

 
 

La Escuela se refiere a un guion pedagógico que no es otro que el Syllabus del programa de 
derechos humanos y genenero, en el cual se estableció la lectura obligatoria del caso Cruz 
Sánchez y otros vs Perú, de la siguiente manera: 
 

 
 

Revisado el documento Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero, 
contiene como lectura obligatoria el texto referido, CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015, pero el rango de 
lectura para la evaluación se limitó a los párrafos 396-404, que al ser revisados 
corresponden a las consideraciones de la Corte sobre la “Incompetencia de la 
jurisdicción militar para conocer de las alegadas ejecuciones extrajudiciales de Herma 
Luz Melendez Cueva Víctor Slomón y Peceros Pedraza” , y NO sobre el análisis de 
responsabilidad del Estado, que puedan servir de sustento para responder la pregunta 



64 planteada.   
 
Se considera que existe una flagrante vulneración al debido proceso al incurrir en un error 

insubsanable de inclusión en la prueba de una pregunta que no podía evaluarse al tratarse de un 
contenido no visto y por consiguiente no obligatorio. 
 

Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 

Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 
 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 64. La pregunta se basa en un texto que NO HACE 
PARTE de las lecturas obligatorias, relacionadas en el documento Syllabus del programa de 
Derechos Humanos y Genero, lo que hace que no sea evaluable. 
 
La pregunta se sustrae del texto CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso 
Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 17 de abril de 2015, específicamente en lo relacionado con la responsabilidad 
del Estado por ejecuciones extrajudiciales, indagando para el caso que no es necesario 
probar. 
Es necesario precisar que todas las lecturas obligatorias tienen un rango de páginas que 
pueden ser objeto de evaluación, lo cual fue socializado en el documento Syllabus del 
programa de Derechos Humanos y Genero. En dicho documento se establece que “Las 
lecturas obligatorias son el insumo para responder las actividades formativas o de 
aprendizaje y para la etapa de evaluación”.  
 
Revisado el documento Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero, contiene 
como lectura obligatoria el texto referido, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015, pero el rango de lectura para la 
evaluación se limitó a los párrafos 396-404, que al ser revisados corresponden a las 
consideraciones de la Corte sobre la “Incompetencia de la jurisdicción militar para conocer 
de las alegadas ejecuciones extrajudiciales de Herma Luz Melendez Cueva Víctor Slomón y 
Peceros Pedraza” , y NO sobre el análisis de responsabilidad del Estado, que puedan servir 
de sustento para responder la pregunta 64 planteada.   
 
En cumplimiento del proceso de formación y de sus lecturas obligatorias, la formulación de 
preguntas del caso Cruz Sánchez y otros vs Perú,  debe estar limitada al tema de 
“Incompetencia de la jurisdicción militar para conocer de las alegadas ejecuciones 
extrajudiciales de Herma Luz Melendez Cueva Víctor Slomón y Peceros Pedraza”, que 
corresponde al contenido visto en el curso de formación, sin que pueda extenderse a 
aspectos no tratados ni estudiados. 
 
Por tratarse de una pregunta que hace parte del criterio de evaluación de control de lectura, 
se considera que contiene un error insubsanable de inclusión en la prueba al no poder 
evaluarse un contenido no visto.  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 
su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en 
orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 64 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 
en cuenta.      
 
Subsidiaria:  
 
Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de pertinencia y error 
de contenido, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se 
agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  
 



7. PREGUNTA FUERA DE LECTURA OBLIGATORIA -NO EVALUABLE  

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 77. La escuela de manera poco comprensible e 
indignante para quienes hemos sufrido este curso de formación judicial, resuelve de 
manera desacertada e irregular el argumento impetrado con respecto a esta pregunta, 
pues de su simple lectura y comparación se advierte que se fundamentó en una lectura no 
obligatoria y por consiguiente no sujeta de evaluación. 
 
A lo confuso del planteamiento de la pregunta se suma que el párrafo 72 (Página 51) y 86 
(página 61) de la Sentencia T-099 de 2015, con base en los cuales se estructuró la pregunta 
77, NO HACE PARTE del rango de páginas obligatorias objeto de estudio que para efectos 
de este documento se definió por parte del Syllabus de la siguiente manera:“Leer el 
apartado correspondiente a: La identidad de género y la orientación sexual de las personas, 
conceptualización. Páginas 28-31”. 
 
La escuela resuelve este argumento afirmando lo siguiente (Pagina 130 Resolución 

EJR24-1413): 

 

 
 

Al revisar la fuente citada por la Escuela, la pagina 28 de la Sentencia T-099 de 

2015, no hace parte del aparte del cual se sustrajo la pregunta ubicada en el párrafo 
72 (Página 51) y 86 (página 61), y trae a colación para distraer y tratar de justificar un yerro 
que debe reconocerse, adicionalmente, las paginas 161, 66 y 168 del texto Genero y 
Derecho de Astrid Orjuela y Lucía Ramírez, no tratan el tema analizado en la tutela T-099 
de 2015, del cual emana la pregunta. Lo anterior constituye OTRO paso desafortunado 
encaminado a afectar los intereses de los discentes. 
 
La Escuela desafortunadamente se empeña en mantener sus errores 

insubsanables a pesar de demostrarse de manera irrefutable la fuente directa y la 
ubicación dentro de la Sentencia T-099 de 2015, del texto tenido en cuenta para 

la formulación de la pregunta, encontrando, verificando y demostrando que se 
encuentra fuera del rango de lecturas obligatorias previsto para la mencionada 

sentencia, lo que hace que la pregunta así estructurada no pueda ser válidamente 

formulada y sujeto de evaluación al discente al no ser parte del contenido 
académico visto según constan en el Syllabus del módulo de derechos humanos y 

género.    
 
Se considera que existe una flagrante vulneración al debido proceso al incurrir en un error 

insubsanable de inclusión en la prueba de una pregunta que no podía evaluarse al tratarse de un 
contenido no visto y por consiguiente no obligatorio. 
 

Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 
Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 

 
Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 77. La pregunta se basa en un texto de la 
Sentencia T-099-15 emitida por la Corte Constitucional, indagando que para el caso de las 
mujeres transexuales en que aspectos no ha fijado su criterio, dando como opciones, 
prohibición de acceso a la libre militar, prohibición de identidad civil, prohibición a los 
servicios de salud, prohibición de la discriminación. Se da como respuesta correcta la 
prohibición de acceso a la libreta militar. 
 
La pregunta está inadecuadamente estructurada y formulada pues establece un 
cuestionamiento sobre lo que la Corte Constitucional NO HA EXPUESTO su criterio para 
el caso de las mujeres transexuales, según lectura de Sentencia de tutela T-099-15, dando 



como clave correcta la prohibición de acceso a la libreta militar, que es uno de los temas 
que da lugar a la interposición de la tutela por el afectado, lo que da lugar a una 
contradicción insubsanable.  
 
No se puede decir que de acuerdo a la sentencia T-099-15, el tema de prohibición de 
acceso a la libreta militar para el caso de mujeres transexuales NO ha sido expuesto por 
la Corte Constitucional, pues fue uno de los principales temas de estudio en la sentencia 
referida. La opción “prohibición de acceso a la libreta militar”, la cual es la respuesta 
correcta según la Escuela Judicial induce a error, ya que la sentencia en su parte resolutiva, 
respecto de las mujeres transgénero expresa que no son destinarias de la obligación de 
prestar el servicio militar, en los siguientes términos, y con una idea contradictoria a la 
opción de respuesta correcta.  
 
“Noveno.- INSTAR a la Defensoría Delegada para Asuntos Constitucionales y Legales de la 
Defensoría del Pueblo y a la Dirección de Diversidad Sexual de la Secretaría de Planeación 
de Bogotá a que, en los procesos de acompañamiento a la población transexual que 
actualmente dirigen, informen de esta sentencia, particularmente en lo que respecta a que 
las mujeres transgénero no son destinatarias de la obligación de prestar el servicio 
militar, no deben tramitar la libreta militar y su sola declaración de autoreconocimiento 
basta para que sean consideradas mujeres transexuales.” 
 
Es sumamente confusa y contradictora la estructura de la pregunta, hasta el punto de no 
encontrar respuesta valida o correcta en las opciones de respuesta dadas, teniendo en 
cuenta que se indaga sobre lo que NO HA EXPUESTO su criterio la Corte Constitucional 
con respecto a las mujeres transexuales, pero en todas las opciones de respuesta se 
plantean temas en los que ya hay fijación de criterio, como prohibición de acceso a la libre 
militar, prohibición de identidad civil, prohibición a los servicios de salud, prohibición de 
la discriminación.  
 
Es así como en la parte considerativa de la Sentencia T-099-15, se reconoce y agrupa la 
posición de la Corte al con respecto a los temas citados en el siguiente sentido: 
 
Por último, la Sala instará al Ministerio de Defensa y al Comando General de 
las Fuerzas Armadas a que desarrollen un protocolo que garantice que las 
mujeres transexuales no sean citadas en los distritos militares; si eso ocurre 
debido a confusiones derivadas de sus documentos de identidad, las 
autoridades militares deberán actuar teniendo en cuenta que son mujeres, no 
destinatarias de la obligación, y que identificarse como tales es suficiente para 
mostrar su identidad de género ante cualquier autoridad castrense. Por tanto, 
están proscritos todos los métodos o procedimientos que vulneren la dignidad, 
la autonomía, el libre desarrollo de la personalidad y la igualdad de estas 
ciudadanas a fin de “demostrar” la orientación sexual o la identidad de 
género. 
 
105. Por otra parte, la Sala toma nota de la situación estructural de 
discriminación212 que sufren las personas transexuales, puesta de presente por 
las intervenciones hechas a lo largo de este proceso. Para la Corte, resulta 
alarmante que en las actuaciones de las autoridades persista la invisibilización 
de las personas transexuales y el objetivo de mantener categorías anacrónicas 
y denigrantes para “normalizar” a estos individuos en desmedro de sus 
derechos. La idea de que la identidad de género y la orientación sexual deben 
ser sometidas a un escrutinio público y médico es inaceptable desde el punto 
de vista constitucional. No es admisible, bajo ninguna circunstancia, que los derechos 
fundamentales de estos ciudadanos -en particular la dignidad, la 
autonomía, el libre desarrollo de la personalidad y la igualdad constantemente se vean 
invadidos por acciones que pretenden patologizar las 
expresiones asociadas a sus esferas más íntimas y privadas. Aunque los 
efectos del presente fallo solo se extienden al caso concreto y a otros de igual 
naturaleza213, la Sala realizará algunas consideraciones frente a los obstáculos 
que constantemente tienen que enfrentar las mujeres y hombres transexuales 
para reivindicar su derecho a la identidad de género. 
 
Los niveles de discriminación contra los transexuales son críticos. La 
población transexual afronta múltiples barreras que impiden la plena 



realización de sus derechos fundamentales. Aunque este no es el escenario 
para desarrollarlos exhaustivamente, la Sala menciona a manera de ejemplo, 
los siguientes: (i) los cambios de nombre y sexo en los documentos de 
registro civil e identificación; (ii) la consideración de las mujeres transgénero 
como hombres -exigencia de libreta militar para efectos de regularización o 
de acceso a un empleo, edad de pensión, atención en salud, lugares y 
condiciones de reclusión-; (iii) las dificultades para el acceso al sistema de 
salud, las mínimas posibilidades de obtener un trabajo en condiciones dignas 
y justas; el ingreso y permanencia en el sistema educativo; entre muchos otros 
obstáculos que se refuerzan por los estereotipos discriminatorios y la 
desinformación de autoridades y particulares. 
 
La pregunta se construye con dos fragmentos que hace parte de la Sentencia T-099 de 
2015, ubicados en el párrafo 72 (Página 51) y 86 (página 61), sin ningún tipo de contexto 
adicional que permita identificar su correcto sentido, para llegar a la respuesta esperada, 
lo que hace que no sea confiable en relación con su validez y pertinencia.   
 
De otra parte, es necesario precisar que todas las lecturas obligatorias tienen un rango de 
páginas que pueden ser objeto de evaluación, lo cual fue socializado en el documento 
Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero. En dicho documento se establece 
que “Las lecturas obligatorias son el insumo para responder las actividades formativas o 
de aprendizaje y para la etapa de evaluación”.  
 
Al revisar el Syllabus del programa de Derechos Humanos y Genero, se observa que el 
párrafo 72 (Página 51) y 86 (página 61) de la Sentencia T-099 de 2015, con base en los 
cuales se estructuró la pregunta 77, NO HACE PARTE del rango de páginas obligatorias 
objeto de estudio que para efectos de este documento se definió por parte del Syllabus 
de la siguiente manera:“Leer el apartado correspondiente a: La identidad de género y la 
orientación sexual de las personas, conceptualización. Páginas 28-31”. 
 
La pregunta se basa en un rango de páginas de la Sentencia T-099-15, que NO HACEN 
PARTE de las lecturas obligatorias, relacionadas en el documento Syllabus del programa 
de Derechos Humanos y Genero, lo que hace que no sea evaluable. 
  
Por tratarse de una pregunta que hace parte del criterio de evaluación de control de 
lectura, se considera que contiene un error insubsanable de inclusión en la prueba al no 
poder evaluarse un contenido no visto.  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación 
con su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se 
apliquen en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 77 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este 
elemento en cuenta.      
 
Subsidiaria:  
 
Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de pertinencia, 
error de contenido e imposibilidad de evaluación de contenido no visto, se me recalifique 
dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética y 
proporcionalmente a mi puntaje global.  
 
 

8. PREGUNTA CUYO ARGUMENTO PRINCIPAL NO FUE RESUELTO-  

Habilidades Humanas. PREGUNTA 1. Con respecto a este ITEM la Escuela no realiza 
pronunciamiento alguno con respecto al cuestionamiento de FONDO, relacionado con el error en la 
FUENTE de la lectura pues el texto citado, con base en el cual se formula la pregunta fue 
denominado  “Organización del talento humano de los servidores de la rama judicial. Morales, 
Espinel, J.R, Muños Cifuentes, J.A. Consejo superior de la Judicatura, Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla”, el cual NO EXISTE en las lecturas obligatorias. Existe un texto que se denomina 



“Optimización del talento humano de los servidores de la rama judicial7”, lo que hace que deba ser 
excluida o puntuarse como acierto positivo a mi favor, lo que me permitiría continuar en la fase 
especializada del curso de formación judicial al tener esta un valor de 1.25 puntos, de los cuales 
requiero solamente 1 punto para aprobar la fase general. 
 
La escuela no examina este argumento y lo pasa por alto sin darle la importancia debida, pues 
aunque para ellos puede ser el mismo documento, sin dar ninguna explicación al respecto o aclarar 
el error, lo cierto es que al titularse de manera diferente, no es viable afirmar que se encontraba 
dentro de las lecturas obligatorias del curso y por consiguiente susceptible de ser evaluado. 
 
Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar como acierto este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 
Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 

 
Habilidades Humanas. PREGUNTA 1. El texto citado, con base en el cual se formula la 
pregunta denominado  “Organización del talento humano de los servidores de la rama 
judicial. Morales, Espinel, J.R, Muños Cifuentes, J.A. Consejo superior de la Judicatura, 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”, no existe en las lecturas obligatorias. Existe un texto 
que se denomina “Optimización del talento humano de los servidores de la rama judicial8”. 
 
Se pueden presentar dos escenarios irregulares: 1) Que hayan citado un texto que no hace 
parte de las lecturas obligatorias; 2) Que se haya presentado una cita errada; en los dos 
casos se ocasionó confusión al hacer parte del bloque de preguntas del CONTROL DE 
LECTURA, lo que llevó en el momento de presentación de la prueba a pensar que se tratara 
de un documento diferente, lo que hace que la pregunta deba ser excluida o en su defecto 
puntuada como acierto, al tratarse de un error VISIBLE de quien estructura la prueba. 
 
Aunque el argumento anterior sería suficiente para que se acceda a la pretensión, una vez 
revisada la prueba en las jornadas de exhibición dispuesta para ello, se observa que la 
respuesta que se considera correcta por el operador es la C que reza “en la ejecución de las 
acciones y los procesos en las organizaciones, las personas deben comprender que aquellas 
se realizan en el desarrollo de la misión institucional”. 
 
Al revisar el texto “Optimización del talento humano de los servidores de la rama judicial” 
(Paginas 48-60), que tiene nombre diferente al citado en la pregunta, se encuentra que el 
fragmento hace parte del tema general de Construcción de una ruta hacia una gestión 
efectiva, que a su vez hace parte del capítulo de Capacidad para dotar a la acción de sentido 
y contenido, que dispone textualmente: 
 
En los procesos que tienen lugar en las organizaciones, al igual 
de lo que sucede en las instituciones educativas, el cumplimiento de 
una tarea o acción se facilita cuando quien la cumple le encuentra el 
correspondiente sentido y significado a esa acción. Cuando la persona 
no logra hacer esto, le resulta imposible contextualizar su quehacer, 
tanto en el ámbito del equipo al que pertenece, como en el de la organización y la sociedad 
en general. La persona se siente “haciendo 
cosas”, pero no comprende de manera clara el lugar que estas “cosas 
o quehaceres” cumplen en el desarrollo de la misión institucional. 
No comprender el significado y sentido de la acción conduce a una 
desmotivación e insatisfacción creciente. La persona se siente 
perdida, carente de vínculos y poco a poco pierde el interés por 
mejorar lo que hace. Es como si al no saber para qué sirve lo que 
hace, de manera paulatina, vaya abandonando el interés por las acciones 
que realiza. 
 
Crear sentido, contenido y significado implica la creación de 
un contexto compartido alrededor de lo que se espera lograr con las 
tareas que se cumplen. De la capacidad que tengamos para construir 

 
7 Optimización del talento humano de los servidores de la rama judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Sala 

Administrativa, Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Bogotá D.C 2006 
8 Optimización del talento humano de los servidores de la rama judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Sala 

Administrativa, Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Bogotá D.C 2006 



ese contexto común, dependerá que la organización en que laboramos 
pueda aprovechar de manera óptima el talento y los recursos de que 
dispone 
 
Se considera que la clave elegida por el operador de la prueba como correcta, no refleja la 
verdadera interpretación o conclusión que se deriva del texto que NO sugiere que “las 
personas deben comprender que aquellas se realizan en el desarrollo de la misión 
institucional”, sino que se debe crear sentido, contenido y significado a las acciones que 
permitan comprender de manera clara de que manera ellas contribuyen y son 
fundamentales para la misión institucional, como eje central de motivación y satisfacción 
permanente en beneficio de las organizaciones. 
 
La clave dada como correcta, contradice el sentido del texto, debido a que aquello es 
precisamente lo que se critica, que la persona realice acciones en desarrollo de la misión 
institucional de manera vacía y solo por cumplir su labor, SIN CONOCER, NI ENTENDER, el 
sentido, contenido, significado y aporte de ellas para el cumplimiento de la misión 
institucional.  
 
De manera adicional, la clave dada como correcta no se puede derivar como conclusión 
válida del texto, pues dicho extracto de texto se circunscribe no solo al ámbito de 
organizaciones laborales, sino a las instituciones educativas y sociedad en general, lo que 
hace que en el contexto descrito no pueda concluirse o limitarse a que “en la ejecución de 
las acciones y los procesos en las organizaciones, las personas deben comprender que 
aquellas se realizan en el desarrollo de la misión institucional”. 
 
La Capacidad para dotar a la acción de sentido y contenido, no busca que las personas que 
hace parte de una organización comprendan que sus acciones se realizan en desarrollo de 
la misión institucional pues ello es innato a toda labor contratada. Lo que se busca es crear 
sentido, contenido y significado a las acciones que permitan comprender de manera clara 
a quien las ejecuta, de que manera ellas contribuyen y son fundamentales para la misión 
institucional, como eje central de motivación y satisfacción permanente en beneficio de las 
organizaciones. 
 
Finalmente, la opción b. de respuesta (en las organizaciones, las personas que están a cargo 
de determinados procesos, deben encontrar el sentido a su quehacer desde su historia, sus 
gustos e intereses), es válida,  si se realiza un análisis integrar del tema Construcción de una 
ruta hacia una gestión efectiva, del cual hace parte el texto citado en la pregunta 1, capitulo 
Capacidad para crear confianza, de la lectura  “Optimización del talento humano de los 
servidores de la rama judicial” (Paginas 53). 
  
Pretensiones sobre el ítem 
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación 
con su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen 
en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 1 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este 
elemento en cuenta.      
 
Subsidiarias:  
 

• Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, 
se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue 
aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

• Que, en caso de que no se excluya el ítem, se den por correctas tanto la opción “en la 
ejecución de las acciones y los procesos en las organizaciones, las personas deben 
comprender que aquellas se realizan en el desarrollo de la misión institucional” como 
la de “las organizaciones, las personas que están a cargo de determinados procesos, 
deben encontrar el sentido a su quehacer desde su historia, sus gustos e intereses”; y, 
en consecuencia, se agregue este acierto aritmética y proporcionalmente a mi puntaje 
global. 



 
 

9. ARGUMENTO RESUELTO PARCIALMENTE: 

Habilidades Humanas- PREGUNTA 33. La Escuela se limita a realizar un análisis de 

tipo conceptual y básico sin entrar a analizar los argumentos de fondo planteados, 

relacionados con la estructura de la pregunta y con la enmarcación del caso 
planteado en los diferentes componentes de inteligencia emocional que conlleva a 

que no exista una única respuesta. 
 

Se vulnera el con respecto a la correcta y completa resolución del recurso de 

reposición impetrado, el cual de haberse analizado y calificado como acierto me 
permitiría continuar en la fase especializada del curso de formación judicial al tener esta un valor de 
1.25 puntos, de los cuales requiero solamente 1 punto para aprobar la fase general. 
 
Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar totalmente este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 
Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 
 

Habilidades Humanas- PREGUNTA 33. Se presentan las siguientes inconsistencias y 
pretensiones con relación a este ítem: 

 
Incumplimiento de criterios comunicativos 
 
Hay algunos defectos graves en la pregunta sobre el componente de inteligencia 
emocional que inhiben su claridad y precisión. Por un lado, no define pragmáticamente lo 
que se espera cuando se pregunta por "el componente de inteligencia emocional", siendo 
que la falta de contexto deja esta pregunta abierta a la interpretación por parte del 
destinatario, lo que en última instancia compromete la precisión de cualquier respuesta 
proporcionada. Si bien la situación aludida puede ser relevante, una explicación más 
detallada de dónde debe aplicarse cada faceta de la inteligencia emocional podría mejorar 
en gran medida la adecuación referencial. Esta descripción ayudaría a quienes evalúan a 
reconocer mejor cómo se pueden aplicar estos conceptos al escenario específico. 
 

En relación con las máximas del principio de cooperación también se encuentran ciertos 
fallos. La máxima de cantidad no se cumple porque la pregunta no proporciona suficiente 
información al encuestado que le oriente a tomar una decisión informada; La falta de 
contexto sobre cómo se aplica cada opción de respuesta a la situación específica hace que 
sea difícil seleccionar la respuesta correcta, dejando libre al evaluado de escoger otras 
opciones posibles. De manera similar, la máxima de relación y la máxima de manera 
también tienen inconvenientes; por un lado, conexión entre la situación descrita y las 
opciones de respuesta no es completamente clara, lo que puede llevar a respuestas que 
no reflejen adecuadamente el componente de inteligencia emocional que se pretende 
evaluar (Máxima de relación). Por otro lado, la máxima de manera, la pregunta podría ser 
más clara y específica en su redacción. La ambigüedad en la descripción de la situación y 
las opciones de respuesta puede causar malentendidos y respuestas incorrectas. Estos 
fallos dificultan que los evaluados comprendan plenamente la pregunta y respondan de 
manera precisa, afectando la efectividad de la evaluación. 
 
Incumplimiento de elementos psicométricos basados en la evidencia de contenido 
 
Para comenzar, en relación con los elementos psicométricos, la discusión anterior permite 
afirmar, sin lugar a duda, que el ítem falla en relación con su claridad. Además, como se 
ha visto y se verá, el hecho de que se use una fuente de información de calidad dudosa lo 
hace incoherente con el syllabus y poco relevante en relación con la competencia que se 
pretende medir9.  
 
A continuación, se desarrollan los detalles de estos elementos: 

 
9 Syllabus habilidades humanas. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, p. 5. “Competencia 
específica: Aplicar conceptos y herramientas prácticas de las habilidades humanas en el análisis 
de situaciones y problemas de la persona en su ámbito individual e interpersonal, social y laboral, 
adaptables a contextos presenciales y virtuales”. 



 
Fuente de información 
 
Los elementes relacionado con los componentes de la inteligencia emocional fueron 
abordados por la EJRLB en 2 textos, el más relevante de autoría de Daniel Goleman 
titulado ¿Qué hace a un líder? Publicado en la revista Harvard Business Review (HBR). La 
HBR posee factor de impacto de 9,1 para 2024 y un factor de impacto de 12 a 5 años, está 
indexado en Scopus, Web of Science (SSCI) y UGC CARE. A pesar de tener un índice H de 
198 y un SJR de 0,426, lo que lo ubica en el segundo quartil (Q2) en categorías como 
Negocios y Gestión Internacional, su enfoque exclusivo en temas relacionados con los 
negocios podría no ser tan aplicable para líderes en otros campos como la justicia. 
Encontramos que esta estrecha especialización no puede alcanzar el liderazgo dentro de 
los marcos legales y sociales de los sistemas judiciales, los cuales operan con diferentes 
desafíos y dinámicas, lo que hace que las lecciones de los estudios empresariales sean 
menos efectivas o incluso irrelevantes. 
 
Adicionalmente, este articulo fue publicado en 2004, es decir que tiene más de 20 años 
de antigüedad y en este sentido la investigación en liderazgo y psicología organizacional 
ha avanzado significativamente. Nuevos estudios y teorías han surgido, aportando 
perspectivas más actuales y refinadas sobre las habilidades y competencias necesarias 
para un liderazgo eficaz. Producto de esta falencia, el artículo no aborda de manera 
suficiente temas cruciales hoy en día, que se resaltan en el caso como la diversidad e 
inclusión, y el impacto de la tecnología y la transformación digital en el liderazgo. 
Específicamente, cuando se habla de las presiones de los medios de comunicación era 
necesario tener un texto que abordara estas situaciones de forma explicita permitiendo 
que los participantes del concurso pudieran responder adecuadamente a la pregunta.  
 
El contenido desactualizado tiene como consecuencia no adaptarse a la realidad actual. 
Aunque todavía se considera la inteligencia emocional de Goleman, como un referente 
histórico en esta área en los últimos años se ha demostrado que este enfoque es 
desventajoso en comparación con otros modelos como el modelo de Mayer y Salovey y 
el modelo de Bar-On, que son más ampliamente aceptados debido a su fuerte respaldo 
empírico, particularmente dentro del ámbito judicial. El modelo propuesto por Mayer y 
Salovey en 1997 (y posteriormente revisado en 2016) identifica la inteligencia emocional 
con cuatro componentes principales: percibir emociones, utilizar las emociones para 
facilitar los procesos cognitivos, comprender las emociones y gestionar los sentimientos. 
Este modelo particular ha encontrado una utilidad significativa en el ámbito del poder 
judicial debido a su énfasis en distintas habilidades mensurables. El artículo donde se 
elabora este enfoque se puede encontrar bajo el título "La inteligencia emocional como 
habilidad: teoría, desafíos y nuevas direcciones", escrito por Mayer, Salovey y Caruso y 
publicado en la revista SpringerLink en 2016. Este modelo se evalúa a través del MSCEIT 
(Prueba de Inteligencia Emocional de Mayer-Salovey-Caruso), una prueba ampliamente 
reconocida y utilizada en diversos entornos de investigación para evaluar las 
competencias emocionales entre profesionales. 
 
Asi mismo, el modelo Bar-On, una creación de Reuven Bar-On en 1997, que se centra en 
las competencias emocionales y sociales: control de impulsos y adaptabilidad. abarca un 
amplio espectro de habilidades fundamentales en la impartición de la justicia. Un artículo 
bautizado "Teorías y modelos de inteligencia emocional", que aparece en la edición de 
2021 de Neuroworx, arroja luz sobre los innumerables trabajos de investigación que se 
han desarrollado dentro del modelo Bar-On reportando resultados tangibles como el 
aumento del desempeño profesional en varios sectores, en particular el de justicia. A 
diferencia del modelo de Goleman, que se adentra profundamente en el ámbito 
empresarial, estos modelos se mantienen como brújulas más precisas validadas para su 
uso en el desarrollo de la inteligencia emocional. Por lo tanto, un cambio hacia estos 
modelos con mayor base científica significa el reconocimiento de los últimos 20 años de 
investigación en un área de conocimiento de crecimiento exponencial.  
 
Incumplimiento del Acuerdo y del Syllabus 
 
La lectura y la cita propuesta para fundamentar la formulación de la pregunta no cumplen 
con los siguientes elementos propuestos en el acuerdo y el syllabus: 
 



⇨ La cita proviene de un artículo desactualizado y cuyo contenido teórico ya ha sido 
revaluado por otros teóricos permitiendo el desarrollo de modelos que ofrecen mejoras 
prácticas, concretas y medibles en la inteligencia emocional por lo cual se incumple la 
justificativa del módulo que afirma “Teniendo en cuenta que la cultura de servicio y el 
clima organizacional han cobrado gran importancia en los contextos laborales, es 
fundamental que los futuros Jueces/zas, Magistrados/as de la República fortalezcan sus 
capacidades para el relacionamiento interpersonal a través de su participación en un 
programa de habilidades humanas que les permita comprender la visión estratégica de la 
gestión con el ser humano en la cultura del servicio, así como el desarrollo de sus 
capacidades gerenciales mejorando su desempeño”. Lo anterior, teniendo en cuenta que 
si existiera un interés genuino por la formación en habilidades humanas y su 
implementación estratégica en la justicia a través de los jueces como lideres, se tendría 
en cuenta la investigación mas reciente.  

⇨ Por la antigüedad del contenido, se incumplió con los referentes del proceso de formación 
(Acuerdo, Syllabus) en los siguiente: i) impartir una formación especializada, integral y de 
alta calidad para los aspirantes, ii) suministrar herramientas que faciliten y mejoraren las 
decisiones judiciales, iii) proveer contenidos digitales con rigor e impacto académico10. 

⇨ Por lo precario del contenido y el impacto académico, así como por la presentación de 
una referencia vaga, se genera confusión en la presentación del contenido teórico y 
metodológico, respecto de las competencias de interpretación judicial11. 
  
Análisis de contenido 
 
La pregunta describe un escenario en el que un funcionario judicial se enfrenta a presiones 
externas (ya sean opiniones de altos mandos, escrutinio de los medios o alboroto público) 
y al mismo tiempo defiende la integridad del proceso legal. En este contexto, el 
cuestionamiento busca desvelar qué faceta de la inteligencia emocional está en juego en 
el funcionario judicial en este escenario, colocando como opciones los componentes del 
modelo de Daniel Goleman: autoconciencia, autorregulación, motivación, empatía y 
habilidades sociales.  
 
Por la brevedad de la descripción del caso y por no establecer el sentido de las acciones, 
sino únicamente el objetivo o el resultado. Consecuente, es difícil para el evaluado 
escoger una respuesta debido a que la autoconciencia, la autorregulación y la empatía 
podían llevar al funcionario judicial al resultado de: “A pesar de las influencias externas, 
debe analizar objetivamente las pruebas presentadas, sopesar los argumentos y 
mantener la integridad del proceso legal.”. 
 
Por ejemplo, la autoconciencia permite al juez darse cuenta del impacto de las influencias 
externas en su proceso de toma de decisiones con respecto a su papel y respuesta de tal 
manera que mantenga la objetividad y la integridad del sistema legal. Goleman define la 
autoconciencia como la capacidad de reconocer las propias emociones en el trabajo; 
quienes lo tienen no son ciegos a sus fortalezas y debilidades sino honestos consigo 
mismos y con los demás12. Desarrollar la autoconciencia en este caso permitiría al 
funcionario gestionar sus respuestas emocionales (ser imparcial incluso cuando se le 
presiona para no serlo) juzgando a los demás basándose en nociones preconcebidas. 
 
Se plantea una situación en la que el funcionario judicial al momento de emitir el fallo se 
le presentan circunstancias externas, comentarios y presiones laborales y sociales, pero 
que a pesar de ello debe mantener la objetividad, legalidad e imparcialidad.  
 
Esta situación se puede enmarcar dentro de la definición del componente emocional de 
AUTOCONCIENCIA, que implica el autoconocimiento o el conocimiento de sí mismo, que 
repercute en la correcta toma de decisiones como lo explica el autor Daniel Goleman en 
su texto: 
 
Autoconciencia significa tener una profunda comprensión de las emociones, fortalezas, 
debilidades, necesidades y motivaciones propias. Las personas que poseen un fuerte 

 
10 ACUERDO PCSJA19-11400 de 19 de septiembre de 2019, “Por el cual se adopta el Acuerdo Pedagógico 
que regirá el “IX Curso de Formación Judicial Inicial para aspirantes a cargos de Magistrados/as y Jueces de la 
República en todas las especialidades, Promoción 2020-2021., pp. 7 -10. 
11 Syllabus de Interpretación Judicial y Estructura de la Sentencia, pp. 1- 
12 Goleman, D. (2004). ¿Qué hace a un líder? Harvard Business Review, enero 2004. Lectura Obligatoria 6. 
Página 93 



grado de autoconciencia no son ni extremadamente críticas ni confiadas en exceso. Más 
bien, son honestas consigo mismas y con los demás. 
 
Quienes tienen un alto grado de autoconciencia saben cómo sus sentimientos los afectan 
a ellos, a otras personas y a su desempeño en el trabajo. 
…………………. 
La autoconciencia incluye la comprensión de los valores y objetivos individuales. Alguien 
que tiene conciencia de sí mismo sabe hacia dónde se dirige y por qué……. 
……………… 
Una persona que carece de autoconciencia tiende a tomar decisiones que pasan a llevar 
valores ocultos y por ende ocasionan dilemas internos. 
………… 
Las decisiones de las personas que tienen conciencia de sí mismas calzan con sus valores 
y, en consecuencia, a menudo opinan que su trabajo es vigorizante (Negrillas propias, 
fuera de texto original). 
………………………..        
 
El funcionario judicial en el caso planteado debe hacer uso de su autoconciencia para 
emitir el fallo sin tener en cuenta presiones externas (valores ocultos), que repercutan en 
dilemas que puedan afectar su objetividad, legalidad e imparcialidad. 
 
Por otro lado, la empatía Implica la capacidad de comprender los problemas comunitarios 
y las críticas de los medios. Para el funcionario judicial, la empatía desempeña un papel 
fundamental a la hora de comprender estas preocupaciones, una comprensión esencial 
que conduciría a decisiones percibidas como equitativas y justas en todos los aspectos por 
todas las partes involucradas. Según Goleman, "Empatía significa tener en cuenta los 
sentimientos de los empleados en la toma de decisiones junto con otros factores"13. Esta 
habilidad permite al funcionario sopesar las presiones externas contra el respeto de los 
valores del debido proceso al llegar a una decisión. 
 
Si bien la autorregulación es pertinente en el escenario descrito, es imperativo señalar 
que la autoconciencia y la empatía son facetas igualmente vitales de la inteligencia 
emocional que podrían ayudar a manejar las fuerzas externas. Así, la validez de la 
pregunta puede cuestionarse por no tener debidamente en cuenta la importancia de 
estos otros aspectos. De acuerdo con la perspectiva de Goleman, tanto la autoconciencia 
como la empatía se consideran piedras angulares para un liderazgo exitoso, así como la 
racionalidad al emitir juicios justos14 (Goleman, 2004, págs. 88-93). 
 
Respuestas posibles 
 
Visto todo lo anterior, y teniendo en cuenta que, el texto base de los conceptos tratados 
esta desactualizado, que las respuestas basadas en el texto de baja calidad presentado no 
poseen suficiente información que permita establecer el uso de cada componente de la 
IE, que el caso y la formulación de la pregunta no permite inferir el sentido que debe tener 
la habilidad en cuestión y por lo tanto delimitar la orientación de la conducta, no es 
posible determinar una única respuesta correcta la autoregulación. Por lo anterior, el ítem 
no cumple con criterios de claridad y coherencia para ser utilizado en una prueba como 
la aplicada a los participantes del concurso. 
Pretensiones sobre el ítem 
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación 
con su validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se 
apliquen en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:  
 
Primaria:  
 
Que se excluya el ítem 33 de la jornada a.m. del examen del 19 de mayo de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se recalifique sin tener este elemento 
en cuenta.  

 
13 Goleman, D. (2004). ¿Qué hace a un líder? Harvard Business Review, enero 2004. Lectura Obligatoria 6. 
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14 Goleman, D. (2004). ¿Qué hace a un líder? Harvard Business Review, enero 2004. Lectura Obligatoria 6. 
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Subsidiaria:  
 
1. Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de 

confiabilidad, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera 
que se agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  
 

2. Que, en caso de que no se excluya el ítem, se den por correctas, las opciones de  
AUTOREGULACIÓN, AUTOCONCIENCIA y EMPATÍA; y, en consecuencia, se agregue 
este acierto aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global. 

 
10. ARGUMENTO RESUELTO PARCIALMENTE: 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 43. La Escuela realiza un análisis limitado 

y poco integral del texto extraído de Sentencia T-878-14 emitida por la Corte 
Constitucional, sin analizar adecuadamente los argumentos expuestos en los que se expone 
fundadamente que la respuesta adecuada para la pregunta 43, es la opción que la violencia 
de género es estructural, lo que difiere de la clave de respuesta dada por la Escuela.  
 
Se vulnera el debido proceso con respecto a la correcta y completa resolución del 

recurso de reposición impetrado en relación a este ítem, el cual de haberse 

analizado y calificado como acierto me permitiría continuar en la fase especializada del curso 
de formación judicial al tener esta un valor de 1.25 puntos, de los cuales requiero solamente 1 punto 
para aprobar la fase general. 
 
Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar totalmente este punto otorgándome 1.25 puntos. 

 
Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 

 
Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 43. Se plantea la una pregunta con base en texto 
extraído de Sentencia T-878-14 emitida por la Corte Constitucional, en la que se solicita 
identificar la opción que mejor sintetiza el párrafo citado. Se plantea como respuesta 
correcta la opción que la agresión es a la vez un medio de la perpetuación de la 
subordinación de las mujeres y una consecuencia de su subordinación. 
 
Se observa que el párrafo utilizado para formular la pregunta se encuentra ubicado en la 
página 45 de la Sentencia T-878-14, y hace parte del capítulo identificado como 5. La 
Violencia de género impone obligaciones a la sociedad, que es necesario abordar de 
manera integral para observar que la pregunta planteada admite dos opciones validas de 
respuesta que contiene textualmente la misma sentencia: 
 
Como se ha mencionado, la violencia de género es aquella violencia que hunde sus raíces 
en las relaciones de género dominantes de una sociedad, como resultado de un notorio e 
histórico desequilibrio de poder88. En nuestra sociedad el dominio es masculino por lo que 
los actos se dirigen en contra de las mujeres o personas con una identidad de género diversa 
(lesbianas, gay, bisexuales, transgeneristas e intersexuales) con el fin de perpetuar la 
subordinación.  
 
Centrándose en lo concerniente a la violencia contra las mujeres, las agresiones van más 
allá de las lesiones físicas y psicológicas, denominadas violencia visible. La invisible se refiere 
a la violencia estructural que implica inequidad en el ámbito de lo político, lo social y lo 
económico y a la violencia cultural constituida por los discursos que justifican el trato 
desigual89. Estos tres componentes de la violencia se retroalimentan entre ellos, 
perpetuando la discriminación, la desigualdad y la violencia. Por tanto, con cada golpe a una 
mujer se da prevalencia a un patrón social de exclusión y este se reproduce a futuro.  
 
Precisamente, este Tribunal ha señalado que la discriminación y la violencia en contra de 
ellas están íntimamente ligadas, debido a que “la primera tiene un componente afectivo 
muy fuerte que genera sentimientos agresivos, por lo cual la discriminación causa 



violencia y la violencia a su vez es una forma de discriminación, generando actos que 
vulneran los derechos humanos y la dignidad humana de muchos grupos de la sociedad”. 
Ambas manifestaciones se fundamentan en estereotipos de género que han motivado la 
idea de la dominación, la rudeza, la intelectualidad y la autoridad de los hombres y de la 
emotividad, compasión y sumisión de la mujer. (Negrillas propias, texto con base en el cual 
se formula la pregunta) 
 
En esa línea, los hombres recurren a la violencia física en contra de las mujeres para 
reafirmar su poder patriarcal o para lograr que aquellas se comporten según los roles 
femeninos acostumbrados, infundiendo miedo y terror para eliminar futuras amenazas a su 
autoridad. Por ello, la agresión “es a la vez un medio de la perpetuación de la 
subordinación de las mujeres y una consecuencia de su subordinación”. Precisamente, en 
1999, una decisión hito del Tribunal Constitucional Surafricano estableció por primera vez, 
en material judicial, la relación entre la violencia en contra de las mujeres y el poder 
patriarcal. Estimó que la Constitución de ese país imponía una obligación directa de 
proteger a las mujeres frente a las agresiones domésticas de conformidad con el derecho a 
la igualdad y a la no discriminación. En tal determinación, el juez Albie Sachs sostuvo que 
“en la medida que la violencia doméstica es sistémica, generalizada y abrumadoramente 
especifica hacia un género, refleja y refuerza la dominación patriarcal, de una manera 
brutal”. (Negrillas propias, respuesta dada como correcta por la escuela) 
 
Al respecto, la Relatora sobre Violencia contra la Mujer de la ONU sostuvo que las fuerzas 
de cambio que ponen en entredicho las bases del machismo, aunque a la larga permitan a 
las mujeres superar la discriminación, pueden exacerbar la violencia y el sufrimiento a corto 
plazo. Lo anterior, por cuanto “la incapacidad de los hombres para desempeñar su papel 
tradicionalmente machista de proveedores de sustento conduce al abandono familiar, la 
inestabilidad en las relaciones o al alcoholismo, lo que a su vez hace más probable que se 
recurra a la violencia. Incluso los casos de violación y asesinato pueden interpretarse como 
intentos desesperados por aferrarse a normas discriminatorias que se ven superadas por las 
cambiantes condiciones socioeconómicas y el avance de los derechos humanos”.  
 
Por consiguiente, resulta necesario entender que la violencia de género es estructural, ya 
que surge para preservar una escala de valores y darle un carácter de normalidad a un 
orden social establecido históricamente Según esta perspectiva es necesario analizar las 
agresiones como sucesos que contribuyen a conservar la desigualdad y no como hechos 
domésticos aislados, lo que a su vez exige cuestionar la sociedad en la que se desarrollan 
los actos violentos .(Negrillas propias, segunda opción de respuesta válida). 
 
Se observa que del párrafo planteado en la pregunta no se puede sintetizar de manera 
precisa la opción dada como correcta por el operador de la prueba, se debe acudir 
necesariamente a un contexto armónico de la lectura del capítulo identificado como 5. La 
Violencia de género impone obligaciones a la sociedad, para establecer de manera 
adecuada la idea expuesta por la Corte Constitucional. 
 
Aunque en el párrafo siguiente al que se extrajo el texto en el que se basa la pregunta, se 
encuentra el texto de la respuesta dada como válida, la idea central que se pretende 
exponer por la Corte Constitucional está marcada en el párrafo que inicia con el conector 
“Por consiguiente”, que hace parte de los conectores discursivos, definidos como “unidades 
lingüísticas que vinculan semánticamente grupos sintácticos, oraciones o partes de un 
texto15”, clasificado por su contenido como ILATIVO, el cual “En una construcción bimembre, 
favorecen en la interpretación del segundo termino como consecuencia del primero. Son 
conectores consecutivos por (lo) tanto, así pues, entonces, en consecuencia, 
consecuentemente, consiguientemente, por consiguiente”16. 
 
Se observa que se utiliza un conector semántico de consecuencia de lo expuesto en párrafos 

 
15 https://www.rae.es/gram%C3%A1tica-b%C3%A1sica/la-preposici%C3%B3n-la-
conjunci%C3%B3n-la-interjecci%C3%B3n/los-conectores-discursivos 
16 Ídem 

https://www.rae.es/gram%C3%A1tica-b%C3%A1sica/la-preposici%C3%B3n-la-conjunci%C3%B3n-la-interjecci%C3%B3n/los-conectores-discursivos
https://www.rae.es/gram%C3%A1tica-b%C3%A1sica/la-preposici%C3%B3n-la-conjunci%C3%B3n-la-interjecci%C3%B3n/los-conectores-discursivos


anteriores del capítulo identificado como 5. La Violencia de género impone obligaciones a 
la sociedad, lo que implica dentro de este contexto, que la respuesta adecuada para la 
pregunta 43, es la opción que la violencia de género es estructural, ya que surge para 
preservar una escala de valores y un orden social establecido históricamente y no la dada 
como correcta por el operador de la prueba. 
 
En caso que la escuela tenga otro tipo de interpretación, que no conlleve a un análisis 
contextual y armonico, la pregunta admitiría una doble clave de respuesta, derivada de las 
opciones que la violencia de género es estructural, ya que surge para preservar una escala 
de valores y un orden social establecido históricamente y que la agresión es a la vez un 
medio de la perpetuación de la subordinación de las mujeres y una consecuencia de su 
subordinación, lo que conlleva a la demostración de errores en su formulación y 
estructuración. 
 
Solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en orden lógico y jerárquico las siguientes 
pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 43 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este 
elemento en cuenta.      
 
Subsidiarias:  
 

- Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 
me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue 
aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  

- Que, en caso de que no se excluya el ítem, se den por correctas tanto la opción que la 
violencia de género es estructural, ya que surge para preservar una escala de valores y un 
orden social establecido históricamente y que la agresión es a la vez un medio de la 
perpetuación de la subordinación de las mujeres y una consecuencia de su subordinación; 
y, en consecuencia, se agregue este acierto aritmética y proporcionalmente a mi puntaje 
global. 
 

11. ARGUMENTO RESUELTO INADECUADAMENTE- Clave de respuesta errónea: 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 54. La Escuela realiza un análisis 

interpretativo inadecuado y que no corresponde al texto objeto de análisis 

relacionado con el caso Gelman vs Uruguay. Se expone claramente el texto citado y su 
contenido subrayando el aparte correspondiente, del cual solo se puede extraer como 
respuesta posible de las opciones dadas, que los representantes de las víctimas formularon 
varios reparos al actuar del Estado, pero es claro que la crítica PUNTUAL Y ESPECIFICA 
relacionada con la comisión interministerial se refirió a que FUNCIONABA SIN UN PLAN DE 
TRABAJO, lo cual no tiene ningún punto de interpretación o duda, pues el mismo texto lo 
relaciona de esa manera. Esta opción se encontraba en las opciones de respuestas, pero no 
fue considerada como correcta por el operador de la prueba. 
 

Se vulnera el debido proceso con respecto a la correcta y completa resolución del 
recurso de reposición impetrado en relación a este ítem, el cual de haberse 

analizado y calificado como acierto me permitiría continuar en la fase especializada del curso 
de formación judicial al tener esta un valor de 1.25 puntos, de los cuales requiero solamente 1 punto 
para aprobar la fase general. 
 
Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar totalmente este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 
Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 

 



Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 54. Se plantea la pregunta basada en la lectura del 
caso Gelman vs Uruguay, de manera ESPECIFICA en lo que se relaciona con las medidas 
adoptadas por Uruguay con el fin de continuar y acelerar la búsqueda y localización 
inmediata de María claudia García, relacionada en los párrafos 23 a 27 de la Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de marzo 20 de 2013- Supervisión de 
cumplimiento de Sentencia. 
 
Por tratarse de preguntas de única respuesta, se enfocó a que el discente identificara UNA 
crítica que hicieron los representantes de las víctimas sobre la comisión interministerial 
creada para investigar las desapariciones, dando como respuesta CORRECTA la que se refería 
a que la comisión se enfocaba solo en casos recientes. 
 
La posición de los representantes de las víctimas se encuentra claramente descrita en el 
párrafo 25 del texto referenciado, en los siguientes términos: 
 
25. Los representantes indicaron sobre ese punto que no se conoce que el Estado -a través 
de ninguno de sus poderes- haya formulado un plan de investigaciones destinado a ubicar a 
María Claudia y conocer la verdad de lo ocurrido. Además subrayaron que en la Actualización 
de la Investigación Histórica sobre Detenidos Desaparecidos, dada a conocer en noviembre 
de 2011, se informa -respecto del caso de María Claudia- que "se deja expresa constancia 
que, a pesar de las 
orientaciones en la investigación y esfuerzos de los integrantes del Equipo, en la voluminosa 
revisión de documentos y archivos autorizados por la Presidencia de la República, no ha sido 
posible aún encontrar documentación complementaria y probatoria en el caso del secuestro, 
traslado ilegal desde Argentina y desaparición en Uruguay de la ciudadana argentina 
embarazada María Claudia García Iruretagoyena de Gelman, y sobre el nacimiento en 
cautiverio, rapto y cambio de identidad de su hija, Macarena Gelman [...]". En lo que se 
refiere a la Comisión 
Interministerial, los representantes observaron que el Estado no presentó documentación 
que permita conocer la forma en que dicha Comisión se ha organizado, su plan de trabajo, 
cronograma, ni tampoco las políticas de Estado definidas para garantizar su cometido de 
esclarecer las desapariciones y ejecuciones ocurridas durante la última dictadura militar. 
Del mismo modo señalaron que a diferencia de lo indicado por la Corte en su Sentencia, ni 
representantes del Ministerio Público ni de las víctimas fueron integrados a la Comisión 
Interministerial sino que fueron incorporados a la Secretaría de Seguimiento de la Comisión 
para la Paz. Por último indicaron que el Estado no presentó información respecto de la 
adopción del "Protocolo para la recolección e información de restos de personas 
desaparecidas", ofrecido por el Estado y ordenado por la Corte en los términos del párrafo 
275 de su Sentencia.  (Negrillas y subrayas propias) 
 
Se observa que los representantes de las víctimas formularon varios reparos al actuar del 
Estado, pero es claro que la crítica PUNTUAL Y ESPECIFICA relacionada con la comisión 
interministerial se refirió a que FUNCIONABA SIN UN PLAN DE TRABAJO, lo cual no tiene 
ningún punto de interpretación o duda, pues el mismo texto lo relaciona de esa manera. Esta 
opción se encontraba en las opciones de respuestas, pero no fue considerada como correcta 
por el operador de la prueba. 
 
Adicionalmente, los representantes de las víctimas señalaron como critica que “ni 
representantes del Ministerio Público ni de las víctimas fueron integrados a la Comisión 
Interministerial”, lo cual también se encontraba en las opciones de respuestas, pero no fue 
considerada como correcta por el operador de la prueba. La opción de respuesta fue incluida 
bajo el texto que la comisión no incluía a representantes del Ministerio Público ni de las 
víctimas. 
 
La opción dada como CORRECTA por el operador de la prueba que se refiere a que la 
comisión se enfocaba solo en casos recientes, no es correcta, teniendo en cuenta el texto 
analizado. 
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con 
su validez y pertinencia, se da como respuesta correcta una que no es acorde al contenido 
del texto y de manera adicional se evidencian dos opciones de respuesta validas, afectando 
la pregunta de manera insubsanable. 
 
Solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en orden lógico y jerárquico las siguientes 



pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 54 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento 
en cuenta.      
 
Subsidiarias:  
 

- Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de confiabilidad, se 
me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se agregue aritmética 
y proporcionalmente a mi puntaje global.  

- Que, en caso de que no se excluya el ítem, se den por correctas tanto la opción “que la 
Comisión funcionaba sin un plan de trabajo” como “que la Comisión no incluía a 
representantes del Ministerio Público ni de las víctimas”; y, en consecuencia, se agregue este 
acierto aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global. 

 

12. ARGUMENTO RESUELTO INADECUADAMENTE- Todas las claves de respuesta correctas: 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 57.  La Escuela realiza un análisis 

interpretativo inadecuado, al parecer sin intervención humana y alejado del 

contenido real del texto objeto de análisis, relacionado con la Sentencia T-462 de 
2018. En el recurso se cita el texto del documento tenido en cuenta para formular 

la pregunta, se extrae la información que contiene, y se llega a la conclusión con 
su simple visualizacón y lectura que todas las claves de respuesta son verdaderas, 

lo que conlleva a que deba ser calificada como acierto. 

 
Se vulnera el debido proceso con respecto a la correcta y completa resolución del 

recurso de reposición impetrado en relación a este ítem, el cual de haberse 

analizado y calificado como acierto me permitiría continuar en la fase especializada del curso 
de formación judicial al tener esta un valor de 1.25 puntos, de los cuales requiero solamente 1 punto 
para aprobar la fase general. 
 
Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 
escuela recalificar totalmente este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 

Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 
 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 57.  En el enunciado de la pregunta se estructura con 
base en Sentencia T-462 de 2018, página 49, indagando la exigencia especifica a los operadores 
judiciales sobre la forma de adelantar las investigaciones en los casos de violencia contra la mujer, 
dando como opción de respuesta correcta, una investigación que evite la revictimización y erradique 
la discriminación. 
 
Con base en el texto citado, extraído de la Sentencia T-462 de 2018, página 49, se observa que el 
operador de la prueba incurre en un error de construcción de carácter insubsanable al incorporar 
como claves de respuesta tres (03) opciones validas: 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos dispuso que la investigación, en 
los casos de violencia contra la mujer, debe “emprenderse con seriedad y no 
como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. Debe 
tener un sentido y ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 
como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa 
procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de 
elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la 
verdad”. En términos generales, debe desarrollarse de manera: 
 

A. Oportuna, para evitar que el tiempo atente contra la averiguación de la 
verdad y para adoptar medidas de protección eficaces; 

B. Exhaustiva, practicando las pruebas necesarias y valorándolas 
integralmente y analizando el contexto de los hechos para determinar si 
se trata de un patrón generalizado de conducta; 



C. Imparcial, para lo cual fiscales y jueces deben actuar objetivamente, es 
decir, libres de prejuicios o tendencias y evitando razonamientos teñidos 
de estereotipos; 

D. Respetando en forma adecuada los derechos de las afectadas, para 
prevenir una revictimización  

 
(Negrillas y subrayas propias, fuera del texto original) 
 
Existe una grave falla en la estructuración de la pregunta y sus opciones de respuesta que conllevan 
a que las opciones de respuesta, una investigación para adoptar medidas de protección eficaces, 
una investigación, para determinar si se trata de un patrón de conducta, y una investigación que 
evite la revictimización y erradique la discriminación, sean validas y correctas, observando el texto 
citado.  
 
Dada la argumentación anterior, se hace evidente que el ítem no es confiable en relación con su 
validez y pertinencia, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se apliquen en orden 
lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    
 
Primaria:  
 
Que se excluya la pregunta 57 de la jornada a.m. del examen del 02 de junio de 2024, del 
instrumento de evaluación; y, en consecuencia, que se me recalifique sin tener este elemento en 
cuenta.      
 
Subsidiaria:  
 
- Que, en caso de no excluirse el ítem mencionado, dado sus problemas de pertinencia y error 

de contenido, se me recalifique dando este ítem por acierto positivo, de tal manera que se 
agregue aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global.  
 

- Que, en caso de que no se excluya el ítem, se den por correctas las opciones una investigación 
para adoptar medidas de protección eficaces, una investigación, para determinar si se trata de 
un patrón de conducta, y una investigación que evite la revictimización y erradique la 
discriminación; y, en consecuencia, se agregue este acierto aritmética y proporcionalmente a 
mi puntaje global. 

 

13. ARGUMENTO RESUELTO INADECUADAMENTE- Clave de respuesta errónea: 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 59. La Escuela realiza un análisis 

interpretativo inadecuado y que no corresponde al texto objeto de análisis 

relacionado con Sentencia T-754 de 2015, citando un fragmento del párrafo 12 (Página 
37), indagando de manera específica que convenio o tratado aporta un contexto más 
integral a la salud de las víctimas de violencia sexual, dando como opción de respuesta 
correcta, el protocolo de San Salvador, que en su artículo 10, reconoce el derecho a la salud, 
lo cual es errado teniendo en cuenta que este protocolo no aporta contenido especifico con 
respecto a este tema, como si lo hace la Convención de eliminación de las formas de 
discriminación contra la mujer, que fue mi elección de respuesta. 
 
El desarrollo del argumento se encuentra plasmado en el recurso lo cual considero no fue 
analizado adecuadamente por la Escuela, existiendo al parecer una especie de formato en 
defensa de errores indefendibles como este caso, que debe ser corregido por vulnerar las 
normas del curso de formación judicial y la inteligencia misma al dar por correcta una opción 
que a las luces del texto analizado y puesto a consideración en la prueba es desacertado e 
incorrecto.  
 
Se vulnera el debido proceso con respecto a la correcta y completa resolución del 

recurso de reposición impetrado en relación a este ítem, el cual de haberse 

analizado y calificado como acierto me permitiría continuar en la fase especializada del curso 
de formación judicial al tener esta un valor de 1.25 puntos, de los cuales requiero solamente 1 punto 
para aprobar la fase general. 
 
Se pide señor Juez con respecto a esta flagrante vulneración a mi derecho fundamental al debido 

proceso, la confianza legitima, la buena fe, el acceso a cargos públicos, se ordene a la 



escuela recalificar totalmente este punto otorgándome 1.25 puntos. 
 

Texto del recurso interpuesto con respecto a esta pregunta: 
 

Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 59. En el enunciado de la pregunta se estructura 
con base en Sentencia T-754 de 2015, se cita un fragmento del párrafo 12 (Página 37), 
indagando de manera específica que convenio o tratado aporta un contexto más integral a la 
salud de las víctimas de violencia sexual, dando como opción de respuesta correcta, el 
protocolo de San Salvador, que en su artículo 10, reconoce el derecho a la salud. 
 
Con base en el texto citado, extraído de la Sentencia T-754 de 2015, párrafo 12 (Página 37)T-
462 de 2018, se observa que el operador de la prueba incurre en un error de construcción de 
carácter insubsanable al incorporar como clave de respuesta una opción invalida, debido a que 
no cumple con los criterios de especificidad al preguntarse por el convenio o tratado aporta 
un contexto más integral a la salud de las víctimas de violencia sexual: 
 
12. Los convenios internacionales de derechos humanos que reconocen el 
derecho a la salud han sido integrados a la Constitución a través de los 
artículos 93 y 94 de la Constitución, como parte del bloque de 
constitucionalidad. En este ámbito, el principal reconocimiento y desarrollo 
de este derecho se ha dado en la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer, que establece la obligación de proveer acceso al 
derecho a la salud a todas las mujeres sin discriminación49, y 
el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
“Protocolo de San Salvador”, que reconoce en su artículo 10 que el derecho a 
la salud comprende ‘el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y 
social”. Estas disposiciones, como parte del bloque de constitucionalidad, 
son parámetro de control de constitucionalidad de las leyes. 
 
Aunque el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
“Protocolo de San Salvador”, hace parte de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos que reconocen el derecho a la salud en sentido GENERAL, debido a la regulación 
incorporada en su artículo 10, NO APORTA contenido especifico  relacionado con el derecho 
a la salud de las víctimas de violencia sexual, que es lo que se indaga en la pregunta 59.  
 
Nótese que a nivel general el derecho a la salud fue previsto por los siguientes instrumentos 
internacionales que hacen parte de nuestro bloque de constitucionalidad, debiéndose precisar 
cuál de ellos aporta un contexto más integral a la salud de las víctimas de violencia sexual:  
1) Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, 2) el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 3) la Convención sobre  la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer, que establece la obligación de proveer acceso al 
derecho a la salud a todas las mujeres sin discriminación, y 4) el Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, artículo 10. 
 
Para llegar a la respuesta correcta de la pregunta formaulada, se debe tener en cuenta la 
Sentencia T-754 de 2015, capítulo de “El derecho a la salud de las víctimas de violencia sexual: 
mínimos de protección constitucional”, párrafo 30 (página 55), párrafo 32 (página 57) y párrafo 
33 (página 58), en el que establece sin lugar a dudas que los instrumentos internacionales que 
aporta un contexto más integral a la salud de las víctimas de violencia sexual, son: 1) la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 
artículo 8, y 2) la Convención para la eliminación de Todas las formas de discriminación contra 
la Mujer (CEDAW), mediante la observaciones generales dadas por el comité CEDAW: 
 
El derecho a la salud de las víctimas de violencia sexual: mínimos de 
protección constitucional 
 
30. La violencia sexual es una grave violación a la dignidad humana y a la 
integridad física y mental de las personas. En algunos contextos 
internacionales también ha sido determinada como una violación del derecho a estar libre de 



tratos crueles, inhumanos y degradantes y al crimen de tortura, si se han verificado los otros 
elementos que lo configuran. En este sentido, 
diferentes instrumentos internacionales han determinado la obligación de 
adoptar medidas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia sexual, 
particularmente hacia las mujeres, y garantizar la debida diligencia en la 
prevención, atención, protección y acceso a la justicia de sobrevivientes de 
violencia sexual. Estas obligaciones también han sido desarrolladas por la 
jurisprudencia constitucional, principalmente mediante autos de seguimiento a la declaratoria 
de un estado de cosas inconstitucional frente al ejercicio de los derechos de la población 
desplazada, para determinar mínimos 
constitucionales para la atención a víctimas de violencia sexual. 
………………………… 
 
32. La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer en su artículo 8 establece la obligación de los 
Estados de “suministrar los servicios especializados apropiados para la 
atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores 
público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación 
para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los 
menores afectados”. 
 
A su vez, el Comité de la Convención para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (Comité CEDAW) en su 
Observación General No. 24 (la Mujer y la Salud), que desarrolla el artículo 
12 sobre el deber de eliminar la discriminación contra la mujer en el acceso a 
la salud, establece como obligaciones de los Estados “la promulgación y 
aplicación eficaz de leyes y la formulación de políticas, incluidos los 
protocolos sanitarios y procedimientos hospitalarios, que aborden la 
violencia contra la mujer y los abusos deshonestos de las niñas, y la 
prestación de los servicios sanitarios apropiados”. En el mismo sentido, el 
Comité CEDAW en su Observación General No. 19 (la Violencia y la Mujer), 
y en su Observación General No. 30 (Mujeres en la Prevención de Conflictos 
y en Situaciones de Conflicto y Postconflictos) determinó el deber de los 
Estados de establecer y apoyar servicios destinados a las sobrevivientes de 
violencia sexual que incluyan la atención en salud, servicios de apoyo por 
personal especialmente capacitado117, y un enfoque diferencial. 
 
33. En atención al anterior marco internacional, la jurisprudencia 
constitucional ha reconocido una especial protección a las mujeres, las niñas, 
adolescentes y adultas mayores sobrevivientes de violencia sexual en el 
contexto del conflicto armado………….. 
 
De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional reconoce como marco internacional del 
derecho a la salud de las víctimas de violencia sexual: 1) la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, artículo 8, y 2) la Convención para 
la eliminación de Todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW), mediante las 
observaciones generales dadas por el comité CEDAW. 
 
Teniendo en cuenta que las opciones de respuesta dadas por el operador de la prueba con 
respecto a la pregunta 59 son, el protocolo de San Salvador, que en su artículo 10, reconoce el 
derecho a la salud; la Convención de eliminación de las formas de discriminación contra la 
mujer; la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; la convención Americana 
de Derechos Humanos en materia de DESC; se CONCLUYE SIN LUGAR A DUDAS, que de las 
opciones dadas, el instrumentos internacional que aporta un contexto más integral a la salud 
de las víctimas de violencia sexual, y por consiguiente clave de respuesta correcta, es  la 
Convención de eliminación de las formas de discriminación contra la mujer, la cual fue mi 
elección de respuesta. 
 
Existe una grave falla en el análisis del postulado y de la respuesta dada como correcta por 
parte del operador de la prueba, lo que conlleva a que se evidencia que dicha clave de 
respuesta sea INCORRECTA. 
 
Dada la argumentación anterior, de manera tal que solicito a la Escuela o a la UT que se 
apliquen en orden lógico y jerárquico las siguientes pretensiones:    



 
Primaria:  
 
Que se reconozca el error y me recalifique dando este ítem por acierto positivo, al ser elegida 
correctamente la respuesta, de tal manera que se agregue aritmética y proporcionalmente a 
mi puntaje global.  
 
Subsidiaria: 
 
Que, en caso de que no se reconozca el error cometido, se den por correctas las opciones, la 
Convención de eliminación de las formas de discriminación contra la mujer, y el protocolo de 
San Salvador, que en su artículo 10, reconoce el derecho a la salud; y, en consecuencia, se 
agregue este acierto aritmética y proporcionalmente a mi puntaje global. 

 
SÉPTIMO. Ilegalidad en la ejecución del taller. En el Acuerdo PCSJA19-11400 de 2019, 

se definió que dentro de las actividades objeto de evaluación de la subfase general, se 

aplicaría un taller virtual, el que se definió así: “Esta actividad pretende que el discente 

realice una capacitación intensiva y práctica del programa. El taller virtual tiene un peso 
de 60 puntos sobre 125 del programa”; además se dijo: “Las actividades objeto de 

evaluación buscan valorar la apropiación del contenido académico enfocado a la 

práctica judicial por parte de cada discente.” (Negrita subrayada fuera del original) 
 

Además, en uno de los documentos guía — DOCUMENTO MAESTRO— sobre el desarrollo 

del IX curso de formación judicial, respecto del taller virtual se precisa: “El taller virtual se 
desarrollará a partir de una prueba objetiva interactiva, el cual estará integrado por alguna 

o algunas actividades contempladas en la caja de herramientas, y cuya finalidad está 

basada en el desarrollo de competencias sobre la función judicial, la interpretación 
de textos jurídicos y la lógica del razonamiento para la solución de problemas 

jurídicos.” (Negrita subrayada fuera del original). 

 
La ejecución de IX Curso de Formación Judicial, atentó contra la legalidad, pues 

documentos académicos modificaron entre otras cosas las formas de evaluación, 

entre ella el concepto de taller  
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CAPÍTULO VII, 5.1.1. 
 

Taller virtual: Esta actividad pretende 

que el discente realice una 
capacitación intensiva y práctica del 

programa.  

 
 

 

4.2.3 Materiales académicos, pág. 
86 

La evaluación se realizará de 

manera sincrónica en sede y se 
aplicará en la plataforma 

tecnológica, en la que se 

incorporará la construcción de 
la actividad y las distintas 

opciones de respuesta (…) 

 
Instrumento de evaluación: 

Contempla actividades como: 

asociación de palabras, selección de 

texto, arrastrar respuesta, escoger 
palabra, elegir opción  test multi-

respuesta. 

 
 

 

 
 Documento maestro17 es 

publicado por la EJLB, en su web, 

poco antes de empezar el IX Curso, el 

 
17 https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/form/documentos-de-interes 
 

https://escuelajudicial.ramajudicial.gov.co/form/documentos-de-interes


23 de octubre de 2023, se refiere a él 

como el desarrollo de los soporte 

jurídicos y precisó que  “Este 

documento presenta el diseño 
formativo e instruccional del conjunto 

de conceptos, criterios, estrategias, 

procesos y etapas atinentes a la 
ejecución del Curso” pretende “el 

diseño formativo del IX Curso desde el 

enfoque centrado en formación por 
competencias, las estrategias 

metodológicas y la evaluación del 

aprendizaje”.  
 

En el mismo sentido, conforme lo 

certificó la Directora de la Escuela 

Judicial18, este documento “es un acto 
académico, en los términos de la Corte 

Constitucional y el Consejo de Estado, 

que presenta el diseño formativo e 
instruccional del conjunto de 

conceptos, criterios, estrategias, 

procesos y etapas atinentes a la 
ejecución del curso”. 

 

El denominado Documento maestro 
vulnera normas superiores, pues no 

tiene la jerarquía reglamentaria ni la 

competencia, o del mismo nivel 

normativo. El contenido regulatorio de 
éste desarrollo académico no tiene, ni 

puede contener la capacidad jurídica 

para modificar el marco jurídico del IX 
Curso.  

 

Por lo tanto, con este documento, se 
estructura un vicio de falta 

competencia, configurando 

vulneración directa a las disposiciones 
contenidas en los artículos 162, 164 y 

168 de la Ley 270 de 1996, así como 

de los mencionados Acuerdos 

reglamentarios expedidos por el 
Consejo Superior de la Judicatura. 

 

 
 

 

 

Como se ve, al desarrollar las formas en que se ejecutó este tipo de evaluación, no se 

corresponde con la definición dada en el Acuerdo Pedagógico. El taller, como se 
practicó y evalúo, no capacita intensivamente; únicamente evalúa a través de 

actividades que no son prácticas como  “asociación de palabras, selección de texto, 

arrastrar respuesta, escoger palabra, elegir opción y test multi-respuesta”.  
Exclusivamente evalúo la memoria textual de 200 textos. Afirmación que soporto con 

el dictamen que aporto. 

 
 

En los syllabus que son los programas de cada uno de los 8 módulos se anunció que los 

talleres serían:  
 

 
Sin embargo, su evaluación fueron preguntas de memoria, en la Guía de orientación al 

 
18 Ver Oficio EJO24-1689 de septiembre 17 de 2024 dirigida al suscrito apoderado: 
https://drive.google.com/file/d/1qGv2l1pyQE5L8jylh1xYUGAcijaA2wFg/view?usp=sharing 
 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/ngomezv_cendoj_ramajudicial_gov_co/EiMeJ3Z2OgVEsguorT-c6wIB3iEbUv83G79k26Ozs2KQSQ?e=Gy5CvY
https://drive.google.com/file/d/1qGv2l1pyQE5L8jylh1xYUGAcijaA2wFg/view?usp=sharing


discente para la evaluación virtual de la subfase general19 se dieron algunos  

 
Cabe resaltar que en el instrumento de evolución se asignaron valores por preguntas así:  

 

Tipo de 

evaluación 

Puntos por 

programa, 
cada 

programa 

da un 
total de 

125 

distribuido 

así: 

Número 
de 

preguntas 

por 

programa 

Valor por 

pregunta 

Total de 

preguntas 

de todo el 
examen (8 

programas) 

por tipo de 

evaluacion  

Máximo 

de puntos 
posible 

por tipo 

de 

evalaucion  

Porcentaje 

de cada 

tipo de 
evaluación 

en 

relación 
con la 

totalidad 

del 

examen.  

Control de 
lectura 40 32 1,25 256 320 32% 

Taller 60 6 10 48 480 48% 

Análisis 

jurisprudencial 
o de casos 25 4 6,25 32 200 20% 

Totales: 336 1000 100% 

 

Son muchos los reparos que existen frente al proceso de formación y al instrumento de 
evaluación, pero lo ocurrido con las evaluaciones denominadas taller ponen en duda la 

legalidad y construcción de 480 puntos. Cabe resaltar que la en estas preguntas solo se 

midió la memoria textual de lecturas que debía leerse entre diciembre de2023 y mayo de 

2024. Pero fue una única evaluación un día en mayo y otro día en junio. 
 

Los 8 módulos o programas evaluados fueron: 

 

 

 
 

 

OCTAVO: Cambio de evaluaciones parciales a evaluaciones acumuladas, que atendaron 
contra la legalidad reglamentaria del IX Curso de Formación Judicial.  
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GUÍA DE ORIENTACIÓN AL DISCENTE 

PARA LA EVALUACIÓN VIRTUAL DE LA 
SUBFASE GENERAL 

 
19 https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing 
 

https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing


DOCUMENTO MAESTRO 

 

SOPORTE GUÍA ACADÉMICA 

ELABORADO POR LA ESCUELA 
JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA 

 

(PUBLICADO ÚNICAMENTE EN 
PAGINA WEB – OCTUBRE 23/23) 

 

 

Acuerdo: Capítulo VI 

 
Documento Maestro: 4.1.1.5.2, pp. 

75-76 

 
5.1.1. Actividades objeto de evaluación 

de la subfase general  

 
Para cada programa que conforma la 

subfase general que tiene una 

asignación máxima  
de 125 puntos, las actividades que 

evaluará la Escuela Judicial son las 

siguientes: 

 
Control de lectura: Una vez 

culminado el programa, el discente se 

encuentra preparado para que la 
Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 

aplique la evaluación virtual, 

denominada control de lectura, la cual 
tiene un peso de 40 puntos sobre 125 

del programa.  

 
Análisis jurisprudencial o de casos: 

Esta actividad busca que el discente 

ponga en práctica las propuestas 

metodológicas aprendidas, en un 
determinado problema que será 

planteado por la Escuela Judicial. Esta 

actividad tiene un peso de 25 puntos 
sobre 125 del programa.  

 

Taller virtual: Esta actividad pretende 
que el discente realice una 

capacitación intensiva y práctica del 

programa. El taller virtual tiene un 
peso de 60 puntos sobre 125 del 

programa. 

 

 
Las actividades objeto de evaluación 

buscan valorar la apropiación del 

contenido académico enfocado a la 
práctica judicial por parte de cada 

discente. 

 
 

Pág. 6 

 
En ese sentido, para el próximo 4 y 5 de 

mayo de 2024, se tiene programada la 

evaluación de los ocho (8) programas 
académicos que conforman la Subfase 

General (…) 

 
Guía de orientación al discente para la 

evaluación virtual de la subfase 

general20Adicionalmente, el 12 de abril de 
2024, cuatro meses después de haber 

iniciado el IX Curso, la Escuela Judicial 

Rodrigo Lara Bonilla incurrió en otro 

abuso de competencia, al comunicar a los 
correos personales de los discentes, 

notificando la existencia de la Guía de 

orientación al discente para la 
evaluación virtual de la subfase 

general. De nuevo, esta cambió las 

condiciones de la evaluación, de 3 
evaluaciones parciales durante cada 

programa a 24 evaluaciones concentradas, 

además modificó la presentación del 
examen de virtual presencial a virtual en 

el lugar que cada discente escogiera, este 

último punto pone en entredicho la 

garantía del sistema antifraude (ver punto 
C, más abajo).     

 

Por lo tanto, con este documento, se 
estructura un vicio de falta competencia, 

configurando vulneración directa a las 

disposiciones contenidas en los artículos 
162, 164 y 168 de la Ley 270 de 1996, así 

como de los mencionados Acuerdos 

reglamentarios expedidos por el Consejo 
Superior de la Judicatura. 

 
Como se observa, de la expresión “al final de cada programa” se deriva la aplicación de 

evaluaciones parciales, y no concentradas, en la ejecución del IX Curso esto fue  

modificando y “regulando” ilegalmente pro  la denominada Guía de orientación al 
discente para la evaluación virtual de la subfase general21  

 

Entonces según la legalidad durante el transcurso del cada uno de los 8 programas debían 
evaluarse 3 notas, pero en la práctica se acumularon 28 evaluaciones una vez finalizado 

los 8 programas y se impuso un único examen escrito que preponderamente midió la 

memoria. Según dictamen que anexo. 
 

 
20 https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing 
 
21 https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing 
 

https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1-r6AMD4ZOlkWU__epyLR3zwPik5CCO--/view?usp=sharing


NOVENO: Pues bien, las preguntas con irregularidades aplicadas en el denominado taller 

virtual objeto de reclamación lo constituyen las siguientes: 
 

• Módulo de Habilidades Humanas: Preguntas 39 y 41 

• Módulo de interpretación judicial y estructura de la sentencia: Preguntas 79 y 80  

• Modulo de gestión judicial y tecnologías de la información y comunicaciones- 

Preguntas 37, 38, 40, 41, 42 

Los argumentos de inconformidad se encuentran plasmados en el recurso de reposición 

que se anexa a esta acción. 

 
OCTAVO. Los argumentos antes expuestos, son una muestra que la entidad accionada 

ha vulnerado mis derechos al debido proceso, la confianza legitima, la buena fe y el acceso 

a cargos públicos, pues no ha respetado las reglas que rigen el concurso de méritos en la 

fase de curso de formación judicial (Acuerdo PCSJA19-11400 de 2019), ni el documento 
guía — DOCUMENTO MAESTRO— sobre el desarrollo del IX curso de formación judicial, 

dónde respecto del taller virtual se precisa: “El taller virtual se desarrollará a partir de una 

prueba objetiva interactiva, el cual estará integrado por alguna o algunas actividades 
contempladas en la caja de herramientas, y cuya finalidad está basada en el desarrollo 

de competencias sobre la función judicial, la interpretación de textos jurídicos y la 

lógica del razonamiento para la solución de problemas jurídicos.”  
 

Como se evidencia del contenido de las consideraciones de la Resolución EJR24-1413 DE 

2024, la Escuela optó por verificarme únicamente la literalidad frente a los textos evaluados 
y no mi apropiación del contenido académico ni mi capacidad para interpretar textos 

jurídicos de manera lógica; que fue lo que hice, conforme queda planteado en los 

argumentos séptimo y octavo, que son las razones por las que seleccioné mis respuestas y 

que junto a otros argumentos, fue lo que le plantee en sede administrativa a la entidad 
accionada. 

 

Además de ello, se tiene que la escuela no dio aplicación a su propio dicho, lo afirmado en 
respuesta masiva del 15 de julio de 2024 —que era lo lógico frente a la finalidad de medir 

capacidad de interpretación y apropiación del conocimiento—; esto es, tener como validos 

lo aciertos que tenían correspondencia con el sentido del texto por el que se preguntaba. 
Aspecto que, refuerza la violación al debido proceso en consonancia con la confianza 

legitima cuya protección constitucional ruego. 

 
DECIMO: En conclusión, señor(a) Juez además de los vicios de legalidad y de debido 

proceso en el proceso de formación, en el instrumento de evaluación y en la ejecución del 

IX Curso, las preguntas tienen vicios técnicos en los conceptos que miden, en las 
competencias que miden, en la redacción y otras fueron formuladas con base en textos no 

vistos ni obligatorios. No debieron evaluarnos exclusivamente con preguntas y menos la 

nota determinada como taller que corresponde a 480 puntos de 1000, un dictamen pericial 

que aporto ha determinado que esos puntos fueron evaluados completamente de memoria 
y desde las dinámicas legales. 

 

La sede administrativa para defender mis derechos ante la entidad publica se cerró el 
viernes 8 de noviembre y a partir de ahora tengo 4 meses para demandar ante el juez 

ordinario, sin embargo el IX Curso se reinicia el 16 de noviembre por lo que en una semana 

el estado me impuso la carga de contratar abogado, redactar una demanda de esta 
complejidades y lograr que el Juez administrativo conceda una medida cautelar de 

urgencia. 

 
Cabe resaltar que al subfase especializada del IX curso empieza el 16 de noviembre y 

termina a mediados del año entrante, que el estado ya destinó y contrató el IX curso y que 

el amparo de la justicia administrativa podría ser posterior a la terminación del IX Curso. 

 
III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

 
El derecho al debido proceso goza de protección conforme al mandato constitucional del 

artículo 29 de nuestra constitución política: “El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas…” 
 

Mientras que la confianza legítima, es un corolario de la buena fe y consiste en que el 

Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones 

con los particulares. No se trata, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos, sino tan sólo 
de amparar unas expectativas válidas que los particulares se habían hecho con base en 

acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, bien que se trate de 

comportamientos activos o pasivos de la administración pública, regulaciones legales o 
interpretaciones de las normas jurídicas.  

 

Ahora, es relevante tener en cuenta el carácter vinculante de los acuerdos o normas 



proferidas para el desarrollo de una convocatoria, al respecto la Corte Constitucional en la 

sentencia SU-067 de 2022 (la cual versa, precisamente, sobre esta Convocatoria 27), 
expuso: “«[L]a convocatoria es norma obligatoria que regula todo proceso de selección 

mediante concurso de méritos». La Corte ha declarado, de manera reiterada, que la 

convocatoria que da inicio a estas actuaciones administrativas constituye la norma jurídica 
primordial para su desarrollo. La relevancia de este acto administrativo ha llevado a este 

tribunal a definirlo como «la ley del concurso». Lo anterior se explica en la medida en que 

el cumplimiento de los fines que se persiguen a través del concurso público depende de que 
este sea surtido con riguroso apego a las normas que hayan sido dispuestas en la aludida 

convocatoria, las cuales deben ceñirse en todo a la Constitución y la ley.” 

 

Asuntos de procedibilidad. 
 

La procedibilidad de la acción de tutela en el contexto de concursos de méritos es un tema 

que ha sido abordado por la jurisprudencia, especialmente por la Corte Constitucional ( SU 
068 de 2022 expedida por hechos de este mismo concurso) y el Consejo de Estado )citadas 

ene l pide página). La tutela es viable cuando se presenta una flagrante violación de 

derechos fundamentales, como el derecho al trabajo, la igualdad, y el debido proceso, en el 
marco del concurso de méritos22 

 

1. Excepcionalidad de la Tutela: La acción de tutela es un mecanismo excepcional que 
puede proceder en el contexto de concursos de méritos cuando se busca proteger 

derechos fundamentales que han sido vulnerados y no existe otro medio judicial 

eficaz para hacerlo de manera rápida y urgente. Esto es particularmente relevante 

cuando no se ha configurado una lista definitiva que reconozca derechos subjetivos 
de los participantes23. 

 

2. Subsidiariedad e Inmediatez: La tutela como sabemos solo procede cuando no hay 
otro medio de defensa judicial disponible, a menos que se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable Urgencia de evitar el 

acaecimiento de un perjuicio irremediable.. Además, debe ser un instrumento 
de protección inmediata para garantizar la guarda efectiva de los derechos 

fundamentales24.  O cuando se requiere como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. La tutela es procedente cuando los medios judiciales 
ordinarios no garantizan la inmediatez y eficacia necesarias para proteger los 

derechos fundamentales involucrados, debido a la complejidad y duración de los 

procesos contenciosos administrativos25 La tutela puede proceder cuando, por las 

circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no 
producirse la orden de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los 

derechos fundamentales del solicitante26.  

 
Tenga en cuenta señor(a) juez que de no ingresar prontamente, así sea de manera 

transitario al Subfase especializada del IX Curso de Formación Judicial,  perderé la 

oportunidad acceder al servicio publico en las cargos ofertados porque un proceso 
ordinaria demoraría más de una año y esta subfase terminaría en agosto del año 

entrante, porque que aunque la justicia ordinaria conceda las pretensiones es un 

sobrecosto para el estado volver a abrir un curso de formación máxime cuando este 
ha generado un costo de 14.mil millones de pesos27 y en el hay capacidad contrata 

para 3459 beneficiarios y en la actualidad en la subfase especializada son 

beneficiarios de del IX Curso entre 1500 y 2000 concursantes, se puede concluir 

que mi inclusión transitoria en el IX curso no afecta fiscalmente a la entidad28. 
 

 
22 CE-11001-03-15-000-2014-03142-01(AC)-2015 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., trece (13) de octubre de dos mil quince (2015) Actor: 
MARTHA YULIANA CUENCA SANCHEZ 
23 CE-11001-03-15-000-2014-03437-00(AC)-2015, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCION QUINTA Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO (E) Bogotá, D.C., veintidós (22) 
de enero de dos mil quince (2015) Actor: JEFERSON ALEXANDER CRUZ HERRERA 
24 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., quince (15) de marzo de dos mil doce (2012) Radicación 
número: 05001-23-31-000-2011-01917-01(AC) Actor: RUBEN DARIO MAYA BEDOYA 
25 CE-05001-23-33-000-2017-00471-01(AC)-2017 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER Bogotá, 
D.C., dieciséis (16) de mayo de dos mil diecisiete (2017) Radicación número: 05001-23-33-000-2017-00471-01(AC) Actor: 
LEIDY MILENA VILLADA FERNÁNDEZ 
26 CE-25000-23-41-000-2014-00904-01(AC)-2014, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION QUINTA Consejero ponente: ALBERTO YEPES 
BARREIRO Bogotá, D.C., tres (3) de septiembre de dos mil catorce (2014). Radicación número: 
25000-23-41-000-2014-00904-01(AC) Actor: LUIS ALBERTO SANDOVAL NAVAS Demandado: 
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 
27 
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%
2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID
%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse  
28 Argumento que desarrollé y probé en la solicitud de la medida cautelar. 

https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse
https://community.secop.gov.co/Public/Common/GoogleReCaptcha/Index?previousUrl=https%3a%2f%2fcommunity.secop.gov.co%2fPublic%2fTendering%2fOpportunityDetail%2fIndex%3fnoticeUID%3dCO1.NTC.991325%26isFromPublicArea%3dTrue%26isModal%3dFalse


LA SU 067 de 2022 expedida por hechos generados por este mismo concurso 

advierte que es procedente acción de tutela cuando existe un planteamiento de 
un problema constitucional que desborde el marco de competencias del juez 

administrativo. Advierto señor juez que el conflicto constitucional que acá se 

discute es sobre el cumplimiento de una cláusula constitucional contenida en el 
Art. 125 superior que obliga a que los cargos de jueces y magistrados de tribunales 

deben ser seleccionados por sistema de méritos. No es competente el juez 

administrativo para hacer cumplir esta cláusula y menos en ante los hechos que 
acá expongo y desde la individualidad, pues la pretensión que me ampararía  mis 

derechos tendría como finalidad demandar al legalidad de 2 actos administrativos 

que me calificaron el examen de la subfase general con la finalidad de aprobar esta 

subfase o demandar todo la actuación administrativa llamada IX curso de 
Formación Judicial con los costos fiscales que ello implique.  

 

Cabe resaltar señor(a) juez que los actuales aprobados de la convocatoria 27 no 
alcanzaran para proveer la totalidad de las actuales vacantes.  

 

En su momento la SU 067 de 2022 considero procedente la acción de tutela y 
expresó: 

 

Planteamiento de un problema constitucional que desborde el marco de 
competencias del juez administrativo. Finalmente, la tercera salvedad 
reconocida por la jurisprudencia constitucional se basa en la especial índole 

que presentan ciertos problemas jurídicos. De conformidad con el criterio 

expresado en las sentencias T-160 de 2018 y T-438 de 2018, algunas demandas 
plantean controversias que desbordan el ámbito de acción del juez de lo 

contencioso administrativo. En tales casos, «las pretensiones del accionante no 

se dirigen a determinar la legalidad de los actos administrativos expedidos en 
desarrollo de la convocatoria, pretensión para la cual puede acudir a los medios 

de control de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que pretende 

demostrar que la aplicación de estas normas, en su caso concreto, lesiona sus 
derechos fundamentales»29.  

 

 
3. Protección de Derechos Fundamentales: En el marco de un concurso de méritos, 

está en juego el derecho de acceso al trabajo. Por lo tanto, el concurso debe ser visto 

con rigor constitucional, y las controversias sobre la protección de derechos 

fundamentales deben ser resueltas de manera pronta y eficaz, lo cual generalmente 
se logra a través de la tutela30. 

 

4. Regla General de Improcedencia y Excepciones: Aunque la regla general es la 
improcedencia de la tutela para controvertir actos administrativos que reglamentan 

concursos de méritos, existen excepciones cuando se trata de proteger derechos 

fundamentales en situaciones concretas que afectan los presupuestos del Estado 
social de derecho31. 

 

En resumen, la acción de tutela puede ser procedente en concursos de méritos cuando se 
busca proteger derechos fundamentales y no existe otro medio judicial eficaz. Sin embargo, 

su uso debe ser excepcional y justificado por la urgencia y la necesidad de evitar un 

perjuicio irremediable. 
 

 

IV. PRETENSIONES 
 

 

Teniendo en cuenta los fundamentos facticos y de derecho que sustentan la presente acción 

 
29 En ambos casos, la Corte revisó dos acciones de tutela de personas que habían sido excluidas 
de sendos concursos de méritos como consecuencia de razones que comprometían sus derechos 
fundamentales: en un caso, la exclusión se basó en el hecho de que el concursante tenía un 
tatuaje en su cuerpo; mientras que en el otro la determinación se basó en la estatura del aspirante. 
En opinión de la Corte, tales controversias excedían el ámbito de competencia de la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, pues planteaban un estricto problema de constitucionalidad, y no de 
legalidad. Por tal motivo, estimó procedente la solicitud de amparo. 
30 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION B 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., cinco (5) de abril de dos mil trece (2013). Radicación 
número: 41001-23-31-000-2012-00200-02(AC) Actor: JESÚS EDUARDO RINCÓN SILVA 
31 CE-11001-03-15-000-2019-00477-00(AC)-2019 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER Bogotá, D. 
C., veintinueve (29) de abril de dos mil diecinueve (2019) Radicación número: 11001-03-15-000-2019-00477-00(AC) Actor: 
AUSBERTO RODRÍGUEZ MORA Demandado: PRESIDENTE DEL CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE 
BOGOTÁ Y DIRECTORA DE LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN DE LA CARRERA JUDICIAL DEL CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA 
 



de tutela, además del acervo probatorio que se recaude dentro del trámite de la acción, 

solicito acceder a las siguientes pretensiones: 
 

TUTELAR mis derechos fundamentales al debido proceso, la confianza legitima, la buena 

fe y el acceso a cargos públicos, vulnerados por la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” 
y, en consecuencia, ORDENAR a la accionada que en un término improrrogable de 48 

horas: 

 

1. Que realice la recalificación directa e inmediata de los ítems que determine 

el Juez constitucional que presenten vulneración flagrante y directa de los 

derechos fundamentales invocados,  y que EXPIDA acto administrativo en 

el que: i) reconozca como acertadas las respuestas que di a las preguntas 

expuestas en el literal SEXTO de la presente acción y que se resumen a 

continación, a que haya lugar  ii) DISPONGA mi inclusión definitiva en la 

subfase especializada del curso concurso de formación judicial (IX curso de 

formación judicial).  

Es necesario insistir y resaltar que actualmente cuento con 799 puntos, 

requiriendo mínimo 800 puntos para superar la etapa general del curso de 
formación judicial, es decir, solamente 1 punto, que es menor al valor del 

reconocimiento del acierto de una pregunta de control de lectura cuya 

puntuación es de 1.25. Cada pregunta de control de lectura tienen un valor 
de 1.25 puntos, cada pregunta de taller virtual 10 puntos y cada pregunta 

de análisis jurisprudencial 6.25 puntos.  

 

A manera de guía y resumen, las siguientes preguntas se estima que no 

fueron resueltas, no hacen parte las lecturas obligatorias, presentan 

argumentos principales no resueltos, presentan argumentos resueltos 

parcialmente, presentan argumentos resueltos inadecuadamente por tener 

clave de respuesta errónea y por tener argumentos resueltos 

inadecuadamente por tener todas las claves de respuesta correctas: 

 

• NO RESUELTOS 
Módulo de habilidades humanas- Pregunta 3  
 

• NO HACEN PARTE DE LECTURAS OBLIGATORIAS- NO EVALUABLES 
Módulo de Argumentación Judicial y valoración probatoria- Pregunta 57 
Módulo Derechos Humanos y genero- Preguntas 44, 60, 63, 64, 77. 
 

• ARGUMENTO PRINCIPAL NO RESUELTO 
Módulo Habilidades Humanas- Pregunta 1 
 

• ARGUMENTO RESUELTO PARCIALMENTE 
Módulo Habilidades humanas- Pregunta 33 
Módulo de Derechos humanos y genero- Pregunta 43. 
 

• ARGUMENTOS RESUELTOS INADECAUDAMENTE- Clave de respuesta errónea 
Módulo de Derechos humanos y genero- Pregunta 54 
Módulo de Derechos humanos y genero- Pregunta 59 

 

• ARGUMENTO RESUELTO INADECUADAMENTE- Todas las claves de respuesta correctas: 

Módulo de Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 57. 

 

2. En caso de no acceder a la petición anterior, ordenar que la Escuela realice 

la recalificación CON GARANTIA DE INTERVENCIÓN HUMANA y no 

solamente mediante Inteligencia Artificial como fue resuelto el recurso de 

reposición mediante Resolución EJR24-1413 de 2024, en la que se revisen 

y resuelvan los argumentos presentados en el recurso de reposición por mí 

promovido en contra de la resolución nro. EJR24-298 de 21 de junio de 2024, corregida 

por medio de la resolución EJR24-317 de 28 de junio de 2024, con el fin de evitar fallas 

de interpretación y valoración, de las siguientes preguntas que no fueron 

resueltas, no hacen parte las lecturas obligatorias, presentan argumentos 



principales no resueltos, presentan argumentos resueltos parcialmente, 

presentan argumentos resueltos inadecuadamente por tener clave de 

respuesta errónea y por tener argumentos resueltos inadecuadamente por 

tener todas las claves de respuesta correctas: 

 

• NO RESUELTOS 
Módulo de habilidades humanas- Pregunta 3  
 

• NO HACEN PARTE DE LECTURAS OBLIGATORIAS- NO EVALUABLES 
Módulo de Argumentación Judicial y valoración probatoria- Pregunta 57 
Módulo Derechos Humanos y genero- Preguntas 44, 60, 63, 64, 77. 
 

• ARGUMENTO PRINCIPAL NO RESUELTO 
Módulo Habilidades Humanas- Pregunta 1 
 

• ARGUMENTO RESUELTO PARCIALMENTE 
Módulo Habilidades humanas- Pregunta 33 
Módulo de Derechos humanos y genero- Pregunta 43. 
 

• ARGUMENTOS RESUELTOS INADECAUDAMENTE- Clave de respuesta errónea 
Módulo de Derechos humanos y genero- Pregunta 54 
Módulo de Derechos humanos y genero- Pregunta 59 

 

• ARGUMENTO RESUELTO INADECUADAMENTE- Todas las claves de respuesta correctas: 

Módulo de Derechos Humanos y Genero. PREGUNTA 57. 

 
Como se sustentó en el capitulo de vocación de viabilidad de la presente acción la 

accionada no se pronunció congruentemente sobre los argumentos puntuales que 

planteé en el recurso contra los resultados de la evaluación de la subfase general del 
IX curso de formación judicial. Esto se evidencia al comparar los argumentos 

planteados en el recurso y lo indicado por la accionada la Resolución N. EJR24-1413. 

Situación que tiene explicación, entre otras cosas, en el uso de Inteligencia 
Artificial (IA) para resolver mi recurso, ello se salta a la vista al revisar la parte final 

de la página 85 de dicha resolución, dónde quedaron rastros del uso de dicha 

tecnología y de las instrucciones que se le dieron a la IA: 
 

 
 
  

 

Una vez realizada la recalificación y en caso de obtener más de un (1) punto 

a mi favor en la recalificación ordenada, que sumados a los 799 puntos de 

mi calificación actual hagan que supere los 800 aprobatorios de la fase 

general, ORDENESE la expedición de acto administrativo en el que: i) 

reconozca como acertadas las respuestas que di a las preguntas antes 

referidas y expuestas en el literal SEXTO de la presente acción a que haya 

lugar  ii) DISPONGA mi inclusión definitiva en la subfase especializada del 

curso concurso de formación judicial (IX curso de formación judicial). 

 
3. Subsidiariamente y en el evento de no considerase las anteriores ordenes, 

pido que se DISPONGA mi inclusión provisional en la subfase especializada 
del curso concurso de formación judicial (IX curso de formación judicial), 



hasta que un juez ordinario resuelva la demanda que, en ese evento, 
presentaré contra los resultados de la subfase general del mencionado curso 

de formación judicial, de ser necesario. 
 

Para ello, pido tener en cuenta las misma razones que expuse frente a la medida 

provisional solicitada, pues lo pedido no resulta oneroso para la autoridad 
accionada, dado que ya tiene contratada la subfase especializada para la totalidad 

de los dicentes que iniciamos la subfase general; es decir, incluirme 
provisionalmente en la subfase especializada, no implica para la accionada realizar 

una contratación diferente a la existente ni un desembolso o afectación 
presupuestal distinto a lo ya previsto.  

 

Además, si mis reclamos se llegaren a descartar en un eventual proceso ordinario, 
la autoridad accionada no vería afectado su patrimonio por lo aquí pedido; 

situación que no ocurriría si mis reclamos son aceptados —como estoy convencido 
que son— y para ese momento no he realizado la subfase especializada, pues me 

causaría un perjuicio, dada la posición desigual y desventajosa en la que quedaría 
frente a los concursantes que iniciaron dicha subfase el 16/11/2024, dadas las 

consecuencia que ello trae frente a la conformación del registro de elegibles. 
Téngase en cuenta que, la subfase especializada será evaluada a más tardar el 30 

de julio de 2025, término que, conforme a las reglas de la experiencia es muy 

inferior al de duración razonada del proceso ordinario que instauraría si no se 
accede a mi pretensión principal. 
 

V. ANEXOS  
 

1. Acuerdo PCSJA18-11077 de 16 de agosto de 2018, 

2. Los relacionados mediante link durante el texto. 

3. Resolución No. EJR24-1413 de 2024.  

4. Respuesta masiva del 15 de julio de 2024, dada por la Unión Temporal “UT 

Formación Judicial 2019” ante peticiones hechas a la accionada. 

5. Recurso de reposición presentado en sede administrativa, radicado el 26 de julio de 

2024, a través de la plataforma de tickets. 

6. Dictamen sobre preguntas de taller correspondientes a 480 puntos y sus anexos 

7. Vinculo on drive Anexos Tutela Oscar Rodríguez ,con los siguientes 

documentos, que corresponden a pruebas de las preguntas resueltas con 

vulneración a mis derechos fundamentales: 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/unidad-de-administracion-de-carrera-judicial/acuerdo-de-convocatoria5
https://drive.google.com/file/d/1CzCjNfjWfPVqGdrFZCest-UTdPBK-9V5/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1CzCjNfjWfPVqGdrFZCest-UTdPBK-9V5/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1U7EqiNUw_HoBBbyd6-pB0u0tAzLYnY_Y/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1iGegPg8z8YE2W2PIhQq2lpQztdGfX61n/view?usp=sharing
https://1drv.ms/f/s!AqQ1pkQG9IlSh9dDZmfJDb575ZJTCQ?e=xm8vfg


 

VI. JURAMENTO 
 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 manifiesto bajo 
la gravedad del juramento, que no he interpuesto acción de tutela por los mismos hechos 

y derechos ante ninguna autoridad judicial. 

 
VII. NOTIFICACIONES  

 

La accionada: convocatoria27@cendoj.ramajudicial.gov.co; 

escujud@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 

 

Atentamente, 
 

 
OSCAR JAVIER RODRÌGUEZ PULIDO 
C.C. 79.958.334 Expedida en Bogotá D.C 

Correo electrónico: oscarrodriguezabogado@hotmail.com  

mailto:convocatoria27@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:escujud@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:oscarrodriguezabogado@hotmail.com

